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¿Sin defensa legal?

El control constitucional

y la integración

del Consejo General del IFE

JUAN ROMERO Y EMILIO ZEBADÚA

La Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción (SCJN), máximo órgano judicial
del país y –en palabras de su minis-

tro presidente, Mariano Azuela Güitrón–
la autoridad capaz de la “salvaguarda [de]
los apartados dogmático y orgánico de la
Constitución [y que a la vez] asegura la re-
gularidad constitucional y la certeza del
orden jurídico”,1 desechó “por notoria-
mente improcedentes” un recurso de ac-
ción de inconstitucionalidad2 y uno de
controversia constitucional3 interpuestos
en contra de la decisión de la Cámara de
Diputados del 31 de octubre de 2003, por
medio de la cual designó al consejero pre-
sidente, a los ocho consejeros electorales
y a sus suplentes, y de este modo quedó
integrado el Consejo General del Instituto
Federal Electoral (IFE) para el periodo 2003-
2010.4 Se trató de dos decisiones indepen-
dientes entre sí pero vinculadas a una
misma cuestión en litigio, que al ser des-
echadas mostraron que –en la interpreta-
ción de la Suprema Corte– hay un vacío legal
en el control jurídico de la Constitución.

Con fecha de 28 de noviembre y 15 de
diciembre de 2003, el Partido de la Revolu-
ción Democrática (PRD), por medio del pre-
sidente de su Comité Ejecutivo Nacional, y
el ayuntamiento del municipio de Yautepec,

Juan Romero (Facultad de Derecho, UNAM) fue asesor de la

Secretaría de Gobierno del estado de Chiapas y del IFE;

actualmente es secretario técnico de la Coordinación de
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Morelos, respectivamente, interpu-
sieron recursos jurídicos distintos
en contra de la presunta inconstitu-
cionalidad en el nombramiento por
parte de la Cámara de Diputados de
los miembros del Consejo General
del IFE. El primero de ellos –inter-
puesto por el PRD– se trató de una
acción de inconstitucionalidad (art.
105, fracc. II de la Constitución) que,
según la propia SCJN, es el “procedi-
miento que permite el análisis en
abstracto de una norma general con
el carácter de ley o tratado interna-
cional, para concluir si es o no con-
forme con lo establecido en la Ley
Suprema”.5 El segundo recurso –pre-
sentado por el ayuntamiento de Yau-
tepec– se trató de una controversia

constitucional (art. 105, fracc. I de la Constitución),
que se define como:

…un medio de protección del sistema federal de
gobierno, destinado a mantener la efectividad de las
normas constitucionales que dan atribuciones es-
pecíficas a los órganos originarios del Estado; y,
por otro, como uno de los mecanismos contempla-
dos por el derecho procesal constitucional, cuyo
fin radica en salvaguardar las disposiciones cons-
titucionales contra actos, normas generales o tra-
tados internacionales que pretendan suprimir el
orden previsto por la norma suprema.6

El argumento principal y común de la litis de
ambos recursos interpuestos fue el siguiente:
en el nombramiento del consejero presidente y
los consejeros electorales del IFE, la Cámara de
Diputados se apartó o, mejor dicho, no respetó

secretario de Gobierno del estado de Chiapas (2000-2003) y actualmente es diputado federal (PRD) y coor-
dinador del Área de Política Interior y Reforma del Estado del Grupo Parlamentario del PRD en la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión (LIX Legislatura).

1 Mariano Azuela Güitrón, “Presentación”, ¿Qué son las acciones de inconstitucionalidad?, Poder Judicial de
la Federación / Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, 2004, pp. 7-8.

2 Véase, Acción de Inconstitucionalidad, 25/2003.
3 Véase, Controversia Constitucional, 111/2003.
4 Diario Oficial de la Federación, 31 de octubre de 2003.
5 Mariano Azuela Güitrón, op. cit., p. 7.
6 ¿Qué son las controversias constitucionales?, op. cit., pp. 21-22.
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el procedimiento legal establecido tanto en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos como en el Código Federal de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales (Cofipe), la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y su Reglamento para el Go-
bierno Interior. Esto es, la Cámara de Diputados,
en el ejercicio de su facultad de nombrar a los
integrantes del Consejo General del IFE (art. 41
de la Constitución), violó la ley. No basta que una
autoridad, aun en el ejercicio de una facultad que
expresamente le confiera la Constitución, tome
una determinada decisión o que, en el caso de la
Cámara de Diputados como órgano de poder co-
legiado lo haga por mayoría de votos, es necesa-
rio que el procedimiento que siga para tomar
dicha decisión se apegue estrictamente a los tér-
minos que establece la propia ley para hacerlo.

Así lo establece la doctrina en materia de control
constitucional, pues “la utilización de la Constitu-
ción como parámetro de control (integral) permite,
y exige, distinguir tres o, al menos, dos tipos de vi-
cios de inconstitucionalidad: a) vicios formales, que
inciden sobre la norma en cuanto tal, independien-
temente de su contenido, atendiendo a la forma de
su exteriorización: la norma, en su globalidad, está

viciada en sus presupuestos, en su pro-
cedimiento de formación, en su forma
final; b) vicios materiales o sustan-
ciales, referidos al contenido de la
norma, que contraría las normas o
principios constitucionales: el vicio no
suele afectar a la norma en su globali-
dad sino, más bien, a una o varias de
sus disposiciones concretas; c) vicios
procedimentales, que en realidad no
son más que una variante de los vicios
formales. Son aquellos vicios que in-
fringen el procedimiento de formación,
jurídicamente regulado, de las normas
(y que tradicionalmente se han veni-
do considerando vicios formales). Así,
puede concluirse que, al menos en vía
de principio, los vicios formales son
vicios de la norma; los vicios materia-
les son vicios de las disposiciones sin-
gulares; y los vicios procedimentales
son vicios relativos al complejo de ac-
tos necesarios para la producción fi-
nal del acto normativo. Pero, en todos
los casos, el parámetro para determi-
nar la existencia o inexistencia de vi-
cios es la Constitución”.7

7 Joaquín Brage Camazano, La acción de inconstitucionalidad, UNAM, México, 2000, pp. 168-169.
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Mediante la acción de inconstitu-
cionalidad y la controversia consti-
tucional que el PRD y el ayuntamiento
de Yautepec interpusieron respecti-
vamente, se plantea la siguiente in-
terrogante jurídico-política de fondo:
Si la Cámara de Diputados se apartó,
en efecto, del procedimiento consti-
tucional y legal al que está sujeta
como autoridad competente para la
designación de los altos funcionarios
del Estado nacional que integran el
Consejo General del IFE, consecuen-
temente, ¿qué medio de defensa
existe en el marco jurídico mexica-
no para proteger a la Constitución
y, por ende, al Estado de derecho y
a sus instituciones? O, puesto en
otras palabras, ¿qué autoridad está
facultada para velar por la integridad
de la propia Constitución y el apego
estricto a la legalidad de los pro-
cedimientos a los que, a su vez, está
sujeto el funcionamiento de los ór-
ganos del poder público (en este caso,
la Cámara de Diputados)? ¿Quién es
responsable de garantizar que la Cá-
mara de Diputados se sujete a la ley
al tomar decisiones –de carácter le-
gislativo o administrativo–, incluso

si éstas cuentan con el respaldo de la mayoría
de sus integrantes? En conclusión, ¿quién puede
impedir o, en su caso, corregir una determina-
ción que, tomada por la mayoría o incluso la to-
talidad de los diputados, sea contraria a la ley o
a la Constitución? Se trata pues, en el fondo, de
una cuestión de control constitucional de un po-
der autónomo e independiente como es el Con-
greso de la Unión o una de sus cámaras.

Al desechar por “notoriamente improceden-
tes” los dos recursos de defensa constitucional
interpuestos por el PRD y el ayuntamiento de Yau-
tepec, la SCJN concluyó implícitamente que no
existe defensa legal contra la decisión de la Cá-
mara de Diputados de nombrar a los integrantes
del Consejo General del IFE. Independientemen-
te de si los diputados se apartaron o violaron el
procedimiento establecido en la Constitución y
en las leyes secundarias (Cofipe, Ley Orgánica
del Congreso, Reglamento Interior, etc.), los mi-
nistros de la Suprema Corte resolvieron que no
procede ni la acción de inconstitucionalidad ni
la controversia constitucional (que son los úni-
cos recursos que establece la Constitución en
su artículo 105), con lo cual evidencian por lo
menos la existencia de un vacío en el sistema de
defensa y control constitucional. En la hipóte-
sis de una presunta ilegalidad de la Cámara de
Diputados en el procedimiento de integración
de un órgano autónomo constitucional como es
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el IFE –responsable a su vez de la organización
de las elecciones para la integración de dos de
los tres poderes de la Unión (el Ejecutivo federal
y el Congreso de la Unión)–, la Suprema Corte
determinó que nuestro sistema constitucional no
contempla defensa legal alguna.

Esta conclusión contradice o, al menos, pone
en cuestión la aseveración de Juventino V. Cas-
tro en el sentido de que, la acción de inconstitu-
cionalidad y la controversia constitucional,
integradas en 1994-1995 en el artículo 105 de la
Constitución, “permitieron la defensa, en lo su-
cesivo, ya no sólo de las garantías constitucio-
nales sino de toda la estructura y funcionamiento
del Gobierno Federal, para salvaguardar el res-
peto y la vigencia de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos”.8

En la exposición de motivos de la iniciativa
de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II
del Artículo 105 de la Constitución se establece
en el mismo sentido que:

…mediante los procedimientos de controversia cons-
titucional y de acciones de inconstitucionalidad será
posible garantizar plenamente la supremacía de la

Constitución de una manera general, y
no como hasta ahora había aconteci-
do en nuestro orden jurídico, sólo por
la vía del juicio de amparo en el caso
de la violación de garantías individua-
les. La diferencia fundamental entre los
procedimientos de amparo y del artícu-
lo 105 constitucional es muy clara: en
el juicio de amparo se tutelan intereses
directos de los gobernados y sólo de
manera indirecta se protege a la Cons-
titución, mientras que los procedimien-
tos instituidos en las fracciones I y II
del artículo 105 constitucional se conci-
ben como instrumentos de protección
directa de nuestra carta magna.9

Es por ello que tratadistas y espe-
cialistas en el derecho constitucional
comparado como Joaquín Brage Ca-
mazano refieren que “la doctrina más
autorizada ha entendido, con carác-
ter general, que la Suprema Corte es,
pese al nombre, un auténtico tribu-
nal constitucional en cuanto tiene las

8 Juventino V. Castro, El artículo 105 constitucional, Editorial Porrúa, México, 5ª edición actualizada, 2004,
“Prólogo a la quinta edición”, p. xxv (cursivas en el original).

9 Diario Oficial de la Federación, 11 de mayo de 1995.
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competencias propias de uno de és-
tos”. Y Brage Camazano añade que,
al menos:

…hay que poner de relieve un dato
que no se presta a discusión: la exis-
tencia en México de un único tribunal
–cualquiera que sea su denomina-
ción– dotado de las más caracterís-
ticas competencias de un tribunal
constitucional (acción de inconstitu-
cionalidad, controversias constitucio-
nales –territoriales e interorgánicas–
y amparo de los derechos humanos).
Ello supone, por lo pronto, que nos
encontramos ante un tribunal que
puede llegar a desempeñar una fun-
ción análoga a la de un verdadero tri-
bunal constitucional.

Y afirma que:

…la Suprema Corte resultante de la
reforma constitucional de 1994 se
aproxima materialmente a un tribunal

constitucional por cuanto que hay elementos cla-
ve de la misma (…) que le permiten que llegue a
desempeñar funcionalmente un papel análogo a
cualquiera de estos tribunales.10

En el mismo sentido el ministro José de Jesús
Gudiño Pelayo concluye que: “la Suprema Corte
se aleja cada vez más de ser un tribunal de lega-
lidad para acercarse más a lo que de ordinario
se considera un tribunal constitucional”.11

Incluso, el actual ministro de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación José Ramón Cossío
ha señalado más ampliamente que como lo que
se busca es dotar a la Corte de medios para re-
solver conflictos entre “órdenes u órganos nor-
mativos, es importante resaltar que su objeto
no necesariamente es la asignación de compe-
tencias controvertidas. Por el contrario, el con-
flicto materia de la controversia puede limitarse
a un problema de mera legalidad (…) Por ello,
debe decirse que la función realizada en estos
casos por la Suprema Corte es primordialmente
de control de la regularidad jurídica en general
y, sólo en ciertos casos, de control de la regula-
ridad constitucional”.12 En el mismo sentido el

10 Joaquín Brage Camazano, op. cit., pp. 23-24.
11 José de Jesús Gudiño Pelayo, Controversia sobre controversia, Editorial Porrúa, México, 2001, p. xxxi.
12 José Ramón Cossío D., “Artículo 105”, en Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Comentada

y concordada, Miguel Carbonell (coord.), t. IV, Editorial Porrúa / UNAM, México, 200317, p. 131.
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ministro Cossío alude a las acciones de incons-
titucionalidad:

Se trata de procesos en los cuales determinadas
personas morales [partidos políticos] reconocidos
constitucionalmente de interés para la sociedad,
plantean ante el pleno de la Suprema Corte de Jus-
ticia el control abstracto de la regularidad consti-
tucional de determinadas normas generales (…) En
estos casos, para dar inicio al procedimiento bas-
ta que la parte actora plantee una consideración
abstracta sobre la posible irregularidad constitu-
cional de una norma.13

En conclusión, como lo ha explicado la Corte,
la acción de inconstitucionalidad y la controver-
sia constitucional están orientadas a “reforzar
el respeto que el legislador debe rendirle a la ley
de leyes”.14 Con ello se busca proteger a la parte
orgánica de la Constitución, que es donde se es-
tablece la estructura de los órganos públicos, así
como sus funciones y atribuciones, ya que, como
lo señala Juventino V. Castro, “se consideró que

era menester controlarlos si es que
se quería llegar a actuar dentro de
la estricta legalidad de un verdade-
ro Estado de derecho”.15 Como afir-
ma también el constitucionalista
Felipe Tena Ramírez, “todo régimen
constitucional debe establecer un
medio para protegerlo contra las
transgresiones, ya sean por error o
con propósito deliberado”.16

Claramente prevalece una amplia
coincidencia entre los especialistas
en materia constitucional respecto a
que la actual redacción del artículo
105, en sus fracciones I y II, establece
las bases para el funcionamiento de
la Suprema Corte de Justicia como
un verdadero “tribunal constitu-
cional” y que, mediante la acción de
inconstitucionalidad y la controver-
sia constitucional, la Suprema Corte
garantiza el orden constitucional en
su conjunto. Al haberse desechado

13 José Ramón Cossío, op. cit., p. 139.
14 Véase, ¿Qué son las acciones de inconstitucionalidad?, op. cit., p. 20, y también, ¿Qué son las controversias

constitucionales?, op. cit.
15 Juventino V. Castro, op. cit., “Prólogo a la 3ª edición”, p. xix.
16 Véase el capítulo, “El Poder Judicial Federal, defensor de la Constitución” en Felipe Tena Ramírez, Derecho

constitucional mexicano, citado en Juventino V. Castro, op. cit., p. 16.
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“por notoriamente improcedentes”,
tanto el recurso de acción de incons-
titucionalidad como el recurso de
controversia constitucional inter-
puestos por el PRD y el ayuntamien-
to de Yautepec, respectivamente, se
evidencia sin embargo una excep-
ción a dicha generalización o, más
bien, como se ha escrito arriba, se
demuestra la existencia de un vacío
en el control de la Constitución.

II
Antes de alcanzar definitivamente la
conclusión anterior y confirmar que,
en efecto, la Constitución Política
carece de mecanismos de defensa
en contra de una presunta violación
constitucional por parte de la Cáma-
ra de Diputados (en el procedimiento
de designación de los miembros del
Consejo General del IFE) –según se
desprende del desechamiento que
la propia SCJN llevó a cabo de manera
simultánea de los dos (únicos) re-
cursos que existen para salvaguar-
dar la integridad orgánica del Estado
mexicano–), se debe explorar la po-
sibilidad de que exista alguna otra
vía de control de la legalidad que se

derive de la propia ley suprema o de la legisla-
ción secundaria. Toda vez que, según el artícu-
lo 41 de la Constitución, es facultad exclusiva
de la Cámara de Diputados designar al conseje-
ro presidente, a los ocho consejeros electorales
y a sus suplentes en el IFE, existen dos ámbitos
normativos (distintos al que se encuadra en el
artículo 105 constitucional) a los que en princi-
pio podría considerarse recurrir para garanti-
zar la legalidad en el proceso de nombramiento
de los miembros del Consejo General: 1) los pro-
pios ordenamientos que rigen la vida interna del
Poder Legislativo y en particular de la Cámara
de Diputados; esto es, la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos
y su Reglamento para el Gobierno Interior, así
como disposiciones y acuerdos secundarios y
complementarios; o bien, 2) el artículo 99 de
la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en el cual se establecen las normas
para el funcionamiento del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación, y la Ley Gene-
ral del Sistema de Medios de Impugnación en
Materia Electoral.

Una revisión amplia y puntual de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos y de su Reglamento para el
Gobierno Interior concluye que dicha normati-
vidad no contiene mecanismos propios para au-
torregularse o sancionar la hipótesis de una
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violación a sus propios ordenamientos internos.
La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
cuenta con las atribuciones (art. 20 de la Ley Or-
gánica) para conducir las sesiones y asegurar el
desarrollo de los debates y las votaciones (nu-
meral 1, art. 20); velar por que los dictámenes
cumplan con las normas (inciso e, art. 20); ase-
gurar el adecuado desarrollo de las sesiones (in-
ciso a, art. 20), e interpretar las normas de la
propia Ley Orgánica (inciso b, art. 20). Pero, a
pesar de ello, este conjunto de disposiciones no
llenan el vacío que genera la falta de procedimien-
tos y recursos de impugnación internos que ga-
ranticen que la conducción y desarrollo de los
órganos de la Cámara (esto es, las comisiones,
el pleno y la propia Mesa Directiva) se ajusten
estrictamente a una plena legalidad, tanto en las
determinaciones de carácter administrativo
como en las relacionadas con el propio proceso
legislativo.

La Ley Orgánica del Congreso establece un sis-
tema de organización y funcionamiento de la Cá-
mara de Diputados que, a su vez, genera una serie
de actos que en su conjunto concretan el proce-
so legislativo. Entre los más importantes de estos
actos destacan los siguientes: la sesión constitu-
tiva (art. 14); integración, duración, elección y atri-
buciones de la Mesa Directiva (arts. 17-21); grupos
parlamentarios (arts. 26-30); Junta de Coordina-
ción Política (arts. 31-36); comisiones ordinarias

y especiales (arts. 39-45); comités (art.
46); Secretaría General de la Cámara
(art. 48); Secretaría de Servicios Admi-
nistrativos (arts. 51-52); y órganos téc-
nicos (arts. 53-55). Los órganos
internos de la Cámara realizan actos
administrativos y jurídicos que confor-
man el proceso legislativo, como son
la elaboración y aprobación de dictá-
menes y puntos de acuerdo. Además
de la Mesa Directiva, sin embargo, no
existen otras autoridades de control o
revisión de los actos y decisiones de
los órganos del proceso legislativo. Las
minorías, los grupos parlamentarios o
menos aun los diputados en lo indivi-
dual no cuentan (ni en la Ley Orgánica
ni en el Reglamento Interior) con re-
cursos jurídicos o administrativos para
impugnar una determinación de la ma-
yoría en las comisiones o en el pleno o
bien, para tratar de revocar o modifi-
car una determinación de la Mesa Di-
rectiva.

En la Cámara de Diputados la ma-
yoría de votos está por encima, se
podría decir, de la propia normativi-
dad interna –que, a su vez, está lle-
na de vacíos y contradicciones para
el procesamiento de decisiones.
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El artículo 99 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexi-
canos establece que “el Tribunal
Electoral será, con excepción de lo
dispuesto en la fracción II del ar-
tículo 105 de esta Constitución, la
máxima autoridad jurisdiccional en
la materia y órgano especializado
del Poder Judicial de la Federación.”
De esta disposición constitucional
se deriva un sistema amplio e inte-
gral de recursos y medios de impug-
nación contra las determinaciones
de las autoridades públicas en mate-
ria electoral. Dicho sistema se en-
cuentra contenido y sistematizado
en la Ley General del Sistema de
Medios de Impugnación en Materia
Electoral, y tiene como propósito ga-
rantizar que todos los actos y resolu-
ciones de las autoridades electorales
se sujeten invariablemente a los
principios de constitucionalidad y le-
galidad. Con ello se busca dotar di-
chos actos y decisiones de certeza
y definitividad jurídica.

De acuerdo con el artículo 99 de
nuestra Constitución Política, al Tri-
bunal Electoral, como máxima auto-
ridad jurisdiccional en la materia, le

corresponde resolver las impugnaciones en las
elecciones federales de diputados y senadores
(fracc. I); las impugnaciones que se presenten
sobre la elección de presidente de los Estados
Unidos Mexicanos (fracc. II); las impugnaciones
de actos y resoluciones de la autoridad electo-
ral federal, distintas a las señaladas en las dos
fracciones anteriores, que violen normas cons-
titucionales o legales (fracc. III); las impugna-
ciones de actos o resoluciones definitivas y
firmes de las autoridades competentes de las en-
tidades federativas para organizar y calificar los
comicios o resolver las controversias que sur-
jan durante los mismos, que puedan resultar de-
terminantes para el desarrollo del proceso
respectivo o el resultado final de las elecciones
(fracc. IV); las impugnaciones de actos y resolu-
ciones que violen los derechos políticos electo-
rales de los ciudadanos de votar, ser votado y
de afiliación libre y pacífica para tomar parte en
los asuntos políticos del país (fracc. V); los con-
flictos laborales entre el Tribunal o el IFE y sus
respectivos servidores (fracc. VI y VII); y la deter-
minación e imposición de sanciones en la ma-
teria (fracc. VIII). También otras que señala la
ley (fracc. IX).

Es claro en una primera lectura del texto ínte-
gro del artículo 99 constitucional que, de todas
sus atribuciones, sólo la fracción III se acerca al
supuesto de conferir al Tribunal Electoral Federal
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la atribución de revisar la constitucionalidad de
actos administrativos de otras autoridades –como
la designación de los integrantes del Consejo
General del IFE–, y toda vez que, estrictamente,
dicha fracción se refiere solamente a los “actos
y resoluciones de la autoridad electoral fede-
ral” situación que no corresponde a la Cámara
de Diputados y no se aplica para el caso especí-
fico que se presenta. En otras palabras, de los
supuestos contenidos en el artículo 99 consti-
tucional, ninguno prevé a la Cámara de Diputa-
dos –que no es una autoridad electoral– como
parte sujeta a los controles de legalidad y cons-
titucionalidad del sistema de impugnaciones que
puede desahogar el Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federación en ejercicio de sus
atribuciones, por las razones que se exponen en-
seguida.

El artículo 1º de la Ley General del Sistema de
Medios de Impugnación en Materia Electoral
(LGSMIME) establece que “la presente ley es de or-
den público, de observancia general en toda la
república y reglamentaria de los artículos 41, 60
y 99 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos”.17 El artículo 3º, numeral 2,
de la propia LGSMIME establece que el sistema de

medios de impugnación se integra
por: el recurso de revisión para ga-
rantizar la legalidad de actos y reso-
luciones de la autoridad electoral
federal (inciso a); el recurso de ape-
lación, el juicio de inconformidad y
el recurso de reconsideración, para
garantizar la constitucionalidad y lega-
lidad de actos y resoluciones de la
autoridad electoral federal (inciso
b); el juicio para la protección de los
derechos político-electorales del ciu-
dadano (inciso c); el juicio de revi-
sión constitucional electoral, para
garantizar la constitucionalidad de
actos o resoluciones de las autori-
dades locales en los procesos elec-
torales de las entidades federativas
(inciso d); y el juicio para dirimir los
conflictos o diferencias laborales en-
tre el IFE y sus servidores (inciso e).

Una revisión somera de los alcan-
ces de cada uno de los anteriores
medios de impugnación de los que
conoce el Tribunal Electoral u otra
autoridad electoral federal confirma

17 El artículo 60 constitucional se refiere también, en lo que concierne al Tribunal Electoral, a sus facultades
de desahogar las impugnaciones a las resoluciones de las autoridades electorales.
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que ninguno de ellos puede aplicar-
se a los actos realizados por la Cá-
mara de Diputados:

• El recurso de revisión se diri-
ge en contra de decisiones del
secretario ejecutivo y los ór-
ganos colegiados del IFE en los
niveles distrital y local, duran-
te el proceso electoral y en la
etapa de resultados y de la de-
claración de validez, y será
conocido y resuelto por la Jun-
ta General Ejecutiva o el Con-
sejo General del IFE (art. 35,
LGSMIME).

• El recurso de apelación es pro-
cedente para impugnar el Infor-
me que presenta el Registro
Federal de Electores relativo a
las observaciones presentadas
por los partidos políticos a las
Listas Nominales de Electores,
y para impugnar la determina-
ción y aplicación de sanciones
por parte del Consejo General
del IFE (arts. 41 y 42, LGSMIME).

• El juicio de inconformidad pro-
cede exclusivamente en la etapa
de resultados y de declara-
ción de validez, para impugnar

las determinaciones de las autoridades
electorales federales que violen las nor-
mas constitucionales o legales relativas a
la elección de presidente de la república,
senadores y diputados (arts. 49 y 50,
LGSMIME).

• El recurso de reconsideración procede para
impugnar las sentencias de fondo dictadas
por las salas regionales del Tribunal Elec-
toral federal en los juicios de inconformi-
dad que se hayan presentado en contra de
los resultados de las elecciones de dipu-
tados y senadores; así como de las asigna-
ciones por el principio de representación
proporcional que lleve a cabo el Consejo
General del IFE (arts. 61 y 62, LGSMIME).

• El juicio para la protección de los derechos
político-electorales sólo procede cuando el
ciudadano, por sí mismo y en forma indivi-
dual, haga valer presuntas violaciones a su
derecho de votar y ser votado en las elec-
ciones, a asociarse individual y libremente
para tomar parte en forma pacífica en los
asuntos políticos, y de afiliarse libre e indi-
vidualmente a los partidos políticos (arts.
79 y 80, LGSMIME).

• El juicio de revisión constitucional electo-
ral está acotado a la impugnación de los
actos o resoluciones de las autoridades
competentes de las entidades federativas en
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la organización y calificación de los comi-
cios locales o la resolución de las contro-
versias que surjan durante los mismos (art.
86, LGSMIME). Aunado a lo anterior, el artículo
88 de la misma ley, limita a las personas que
tienen legitimación para promover este re-
curso.

La restricción para conocer únicamente
de los actos y resoluciones de las autorida-
des competentes de las entidades federati-
vas se confirma con la siguiente tesis del
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación:

AUTORIDAD RESPONSABLE. TIENE TAL CARÁCTER AQUELLA QUE

EN EJERCICIO DE UNA ATRIBUCIÓN PREVISTA EN LA LEY, DESIGNA A
LOS INTEGRANTES DE UN ÓRGANO ELECTORAL LOCAL, DE CARÁC-
TER ADMINISTRATIVO O JURISDICCIONAL.—Tanto la jurispru-
dencia del Poder Judicial de la Federación como la
doctrina, reconocen que los poderes públicos reali-
zan actos que pueden ser considerados desde el pun-
to de vista formal y material. El primero –el formal–,
atiende a la naturaleza propia del órgano que emite
el acto; en tanto que, el segundo –el material–, a la
naturaleza intrínseca del propio acto, a efecto de con-
siderarlo administrativo, legislativo o jurisdiccional.
Por tales razones, el nombramiento de los integrantes
de un órgano competente para organizar o calificar
los comicios en una determinada entidad federati-
va, constituye un acto materialmente administrativo

electoral, a través del cual se ejerce una
atribución prevista en una ley, por lo
que, con independencia de la naturale-
za del órgano emisor de tal acto, exclu-
sivamente respecto de éste, debe ser
considerado como autoridad responsa-
ble para efectos del juicio de revisión
constitucional electoral, y como conse-
cuencia, ese acto es susceptible de ser
objeto de conocimiento de la Sala Su-
perior del Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación, en términos
de lo señalado en los artículos 99,
párrafo cuarto, fracción IV, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 184, 186, fracción III, inciso
b) y 189, fracción I, inciso e), de la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Fede-
ración; así como el 4º y 87 de la Ley Ge-
neral del Sistema de Medios de
Impugnación en Materia Electoral.

(Tercera Época:
(Juicio de revisión constitucional

electoral. SUP-JRC-391/2000.—Parti-
do de la Revolución Democrática.—
12 de octubre de 2000.—Unanimidad
de votos.

(Juicio de revisión constitucional
electoral. SUP-JRC-424/2000 y acumu-
lado.—Partido Acción Nacional.—26
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de octubre de 2000.—Unanimidad de
seis votos.

(Juicio para la protección de los
derechos político-electorales del
ciudadano. SUP-JDC-221/2000.—Je-
sús Efrén Santana Fraga.—11 de di-
ciembre de 2000.—Unanimidad de
votos.) 18

• Por último, el juicio para dirimir
conflictos o diferencias labora-
les de los servidores del IFE está
restringido, como lo señala su
título, al ámbito laboral (arts. 94
y 95, LGSMIME).

En conclusión, es claro que el Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de
la Federación no tiene competencia
para revisar, bajo ninguno de los me-
dios de impugnación establecidos,
una decisión tomada por una autori-
dad federal que en principio pode-
mos señalar que no es de naturaleza
electoral, y es justamente el caso de
la Cámara de Diputados. Y ésta, como
ya se ha señalado (art. 41 constitu-
cional) es precisamente la que posee

la facultad de nombrar a los integrantes del Con-
sejo General del IFE.

Por otra parte, diversas facultades de la Cáma-
ra de Diputados se derivan del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales (Cofi-
pe); entre ellas, las de emitir la convocatoria a elec-
ciones extraordinarias (art. 20); la de designar a
los consejeros del Poder Legislativo (art. 74, nu-
meral 4); la de cubrir las vacantes que hubiera en
los consejeros del Poder Legislativo ante el Con-
sejo General del IFE (art. 75, numeral 1); y la de
recibir a través de la Oficialía Mayor de la Cámara
copia certificada de la constancia de mayoría y
validez de la fórmula de candidatos a diputados
de mayoría relativa (art. 253, numeral 1, inciso c).
La que resulta significativa para este estudio es la
que señala el artículo 74, numerales 2 y 5 del Cofi-
pe, que le confiere a la Cámara de Diputados la
facultad para nombrar al consejero presidente del
IFE, así como a los ocho consejeros electorales y a
sus suplentes. (En periodos de receso de la Cá-
mara de Diputados dicha facultad recae, según el
artículo 74, numeral 8, en la Comisión Permanen-
te del Congreso de la Unión.). Dicha designación
será realizada conforme a la normatividad y pro-
cedimiento aplicable en materia de votación en
la Cámara de Diputados.

18 Revista Justicia Electoral, 2002, suplemento 5, pp. 7-8, Sala Superior, Tesis S3ELJ 03/2001.
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Ya se ha establecido, sin embargo, que de
acuerdo con el artículo 99 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y con
la Ley General del Sistema de Medios de Impug-
nación en Materia Electoral, no existe recurso
alguno para impugnar por esta vía la presunta
violación a la constitucionalidad o legalidad de
dicha acción. En otras palabras, el Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación no tie-
ne competencia, ni atribuciones específicas, para
revisar la decisión de la Cámara de Diputados
de nombrar a los integrantes del Consejo Gene-
ral del IFE.

III
Como quedó establecido en la sección anterior,
no existen mecanismos internos para reclamar
una decisión tomada por los órganos del Con-
greso de la Unión o por el pleno de una de sus
cámaras, o para que se revise que en el procedi-
miento que se siguió se haya aplicado estric-
tamente la ley. Como se vio, tampoco procede
ninguno de los recursos dispuestos en la Ley Ge-
neral del Sistema de Medios de Impugnación en
Materia Electoral al caso de la designación por
parte de la Cámara de Diputados de los miem-
bros del Consejo General del IFE. No existen,
pues, en todos los ordenamientos relacionados
medios de defensa contra una posible violación de
la Constitución y de la ley respecto a una decisión

tan trascendental como es la integra-
ción del órgano constitucional autó-
nomo encargado de organizar las
elecciones federales para la renova-
ción de los poderes Legislativo y Eje-
cutivo. Quedan, sin embargo, los
recursos que provee el artículo 105
de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos –la contro-
versia constitucional (fracc. I), o bien,
la acción de inconstitucionalidad
(fracc. II)–; instrumentos de defensa
expresamente creados por el Consti-
tuyente Permanente para salvaguar-
dar la constitucionalidad de (todas)
las decisiones de las autoridades pú-
blicas y la integridad del Estado de
derecho.

De ahí que resultan ilustrativas las
definiciones que Juventino V. Castro,
ministro retirado de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación, propone
para estos dos recursos de defensa
de la Constitución:

Las controversias constitucionales
son procedimientos de única instan-
cia planteadas en forma de juicio ante
la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, accionables por la Federación,
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los estados, el Distrito Federal o los
cuerpos de carácter municipal, o por
sus respectivos órganos legitimados,
y que tienen por objeto solicitar la in-
validación de normas generales o de
actos no legislativos de otros entes
oficiales similares, alegándose que
tales normas o actos no se ajustan a
lo constitucionalmente ordenado, o
bien reclamándose la resolución de
diferencias contenciosas sobre lími-
tes de estados; con el objeto de que
se decrete la legal vigencia o la inva-
lidez de las normas o actos impug-
nados, o el arreglo de límites entre
estados que disienten, todo ello para
preservar el sistema y la estructura de
la Constitución Política.

Las acciones de inconstituciona-
lidad son procedimientos de única
instancia planteadas en forma de jui-
cio ante la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, por órganos legislativos
minoritarios, por los partidos políti-
cos con registro federal o estadual, o

por el procurador general de la república, en los
cuales se controvierte la posible contradicción en-
tre una norma de carácter general o un tratado in-
ternacional por una parte, y la Constitución, por la
otra, exigiéndose en el juicio respectivo la invali-
dación de la norma o del tratado impugnados, para
así hacer prevalecer los mandatos constitucionales.19

Según Juventino V. Castro, dichos recursos ju-
rídicos son instrumentos de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación dedicados a “defender a
nuestra Constitución”,20 ya que en el diseño cons-
titucional de nuestro Estado de derecho, es pre-
cisamente aquélla la encargada de velar por la
constitucionalidad de todos los actos de autori-
dad. Y como lo señala el ministro José de Jesús
Gudiño Pelayo, la cuestión es poder determinar
el verdadero alcance jurídico (y político) de los
recursos que la Constitución le otorga a la Corte:

…alcance que, en consecuencia, determina el es-
pacio y las fronteras de la intervención de la Su-
prema Corte en la resolución de asuntos, litigios y
controversias que surjan entre los diversos acto-
res del Estado mexicano y que se convierte en un

19 Juventino V. Castro, op. cit., pp. 59-60 y 123 respectivamente. (Cursivas nuestras.)
20 Ibid., p. 52.
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paso más en el camino que parece tener destino:
fungir como tribunal constitucional.21

El contenido del artículo 105 constitucional
es resultado de la reforma por medio de la cual,
a partir del 1º de enero de 1995, según Juventino
V. Castro:

…se hace una realidad no sólo la procedencia de
las controversias constitucionales ya antes estable-
cidas bajo severas limitaciones, sino ahora también
las novedosas acciones de inconstitucionalidad por
parte de minorías parlamentarias, o hasta de par-
tidos políticos en relación con leyes electorales que
se apreciaren por dichos partidos como violatorias
de la Constitución.22

A pesar de las bondades y el alcance que le
reconocen a la acción de inconstitucionalidad y
a la controversia constitucional los propios in-
tegrantes y exintegrantes del Poder Judicial de
la Federación, así como tratadistas y expertos
en derecho constitucional, la Suprema Corte de
Justicia de la Nación determinó implícitamente
que no existe recurso constitucional de defensa
en contra del nombramiento de los miembros del

Consejo General del IFE por parte de
la Cámara de Diputados. Al desechar
“por notoriamente improcedentes” la
acción de inconstitucionalidad (pre-
sentada por el PRD) y la controversia
constitucional (interpuesta por el
ayuntamiento de Yautepec), la Supre-
ma Corte expresó –en la suma de dos
decisiones separadas– que, de acuer-
do con su interpretación, la Consti-
tución Política no permite que el
máximo tribunal revise una presunta
inconstitucionalidad en el procedi-
miento de designación de los miem-
bros del Consejo General del IFE por
parte de la Cámara de Diputados.

Los argumentos principales con-
tenidos en los recursos constitucio-
nes se desarrollan en los siguientes
apartados.

IV
Controversia constitucional. El
ayuntamiento del municipio de Yau-
tepec, Morelos, por conducto de su
presidente municipal, presentó el 15

21 Ibid., p. XXXII.
22 Juventino V. Castro, op. cit., p. XX (Prólogo a la 3ª edición).
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de diciembre de 2003 una contro-
versia constitucional en contra del
Decreto por el que se designa al con-
sejero presidente y consejeros elec-
torales propietarios y suplentes del
Consejo General del Instituto Fedral
Electoral, publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación de fecha 31 de
octubre de 2003. La controversia
constitucional fue desechada de pla-
no el 7 de enero de 2004 por el enton-
ces ministro instructor, Humberto
Román Palacios, quien la consideró
notoriamente improcedente con el
siguiente fundamento:

El ministro instructor advierte que in-
dependientemente de algún otro
motivo de improcedencia, se actua-
liza la causal prevista en la fracción II
del artículo 19 de la ley reglamenta-
ria en la materia, en relación con el
artículo 105, fracción I de la Consti-
tución General de la República, toda
vez que del análisis integral de la de-
manda se advierte que los actos cuya

invalidez se demandan (sic) son de naturaleza
electoral pues las mismas se refieren a la elección
de los integrantes de una autoridad electoral fede-
ral, por lo que resulta inconcuso que se actualiza
la causal de improcedencia señalada.23

Sobre el particular, el artículo 19 de la Ley Re-
glamentaria de las Fracciones I y II del Artículo
105 de la Constitución enumera los supuestos
de improcedencia en una controversia consti-
tucional: I) contra decisiones de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación; II) contra normas
generales o actos en materia electoral; III) con-
tra normas generales o actos que sean materia
de una controversia pendiente de resolver, siem-
pre que exista identidad de partes, normas gene-
rales o actos y conceptos de invalidez; IV) contra
normas generales o actos que hubieran sido ma-
teria de una ejecutoria dictada en otra contro-
versia, o contra las resoluciones dictadas con
motivo de su ejecución, si hay identidad de par-
tes, normas generales o actos y conceptos de
invalidez y la resolución haya tenido efectos
únicamente inter partes; V) cuando hayan cesa-
do los efectos de la norma general o acto mate-
ria de la controversia; VI) cuando no se haya

23 Acuerdo de fecha 7 de enero de 2004. Ministro Humberto Román Palacios. Controversia Constitucional
111/2003.
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agotado la vía legalmente prevista para la solu-
ción del propio conflicto; VII) cuando la deman-
da se presente fuera de los plazos previstos por
el artículo 21 de la Ley Reglamentaria; y VIII) en
los demás casos en que la improcedencia resul-
te de alguna disposición de dicha ley.

El ministro instructor, Humberto Román Pa-
lacios, hizo valer la causa de improcedencia
establecida en la fracción II de la Ley Reglamen-
taria, que establece que no procede la contro-
versia constitucional contra “normas generales
o actos concretos en materia electoral”. Pero al
hacerlo omitió observar el criterio establecido
en la Tesis LXXIII/95, publicada en la página 71
del Semanario Judicial de la Federación, tomo II,
octubre de 1995, Pleno, novena época, que a la
letra dice:

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL DERECHO A POSTULAR

CANDIDATOS PARA OCUPAR EL CARGO DE CONSEJEROS CIUDA-
DANOS, DEMANDADO EN EJERCICIO DE AQUÉLLA, NO CONSTI-
TUYE CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA. (LEY

DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL DISTRITO FEDERAL). Con-
forme a lo dispuesto en los artículos 105, fracción
II, de la Constitución federal y 19, fracción II, en
relación con el 65 de la ley reglamentaria de dicho
precepto constitucional, la acción de inconstitucio-
nalidad es improcedente contra normas generales
o actos en materia electoral; por tanto, al no estar
precisado en la Constitución, en la legislación, ni

en la doctrina el concepto o defini-
ción de la “materia electoral”, ni con-
tarse al momento de resolver un
recurso de reclamación en contra del
auto que desechó la demanda corres-
pondiente con elementos que permi-
tan establecerlo, cabe considerar que
no es posible determinar si el dere-
cho a postular candidatos para ocu-
par el cargo de consejeros ciudadanos
queda comprendido o no en esa ma-
teria y, por lo mismo, no se actualiza
el motivo manifiesto e indudable de
improcedencia requerido por el artícu-
lo 25 de la Ley Reglamentaria de las
Fracciones I y II del Artículo 105 de la
Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para desechar de
plano la demanda presentada.

(Recurso de Reclamación en la
Acción de Inconstitucionalidad 1/95.
Fauzi Hamdán Amad y otros. 4 de sep-
tiembre de 1995. Unanimidad de once
votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Se-
cretario: Alejandro Sergio González
Bernabé.)

La diferencia entre ambos me-
dios de control –la acción de incons-
titucionalidad y la controversia
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constitucional– la ha establecido la
SCJN a través de la siguiente tesis:

CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES Y ACCIO-
NES DE INCONSTITUCIONALIDAD. DIFERENCIAS

ENTRE AMBOS MEDIOS DE CONTROL CONSTI-
TUCIONAL. Si bien es cierto que la con-
troversia constitucional y la acción de
inconstitucionalidad son dos medios
de control de la constitucionalidad,
también lo es que cada una tiene ca-
racterísticas particulares que las di-
ferencian entre sí; a saber: a) en la
controversia constitucional, instaura-
da para garantizar el principio de di-
visión de poderes, se plantea una
invasión de las esferas competencia-
les establecidas en la Constitución, en
tanto que en la acción de inconstitu-
cionalidad se alega una contradicción
entre la norma impugnada y una de
la propia ley fundamental; b) la con-
troversia constitucional sólo puede
ser planteada por la Federación, los
estados, los municipios y el Distrito
Federal, a diferencia de la acción de
inconstitucionalidad, que puede ser
promovida por el procurador general
de la república, los partidos políticos
y el treinta y tres por ciento, cuando

menos, de los integrantes del órgano legislativo que
haya expedido la norma; c) tratándose de la con-
troversia constitucional, el promovente plantea la
existencia de un agravio en su perjuicio, en tanto
que en la acción de inconstitucionalidad se eleva
una solicitud para que esta Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación realice un análisis abstracto de
la constitucionalidad de la norma; d) respecto de la
controversia constitucional, se realiza todo un pro-
ceso (demanda, contestación de demanda, prue-
bas, alegatos y sentencia), mientras que en la acción
de inconstitucionalidad se ventila un procedimien-
to; e) en cuanto a las normas generales, en la con-
troversia constitucional no pueden impugnarse
normas en materia electoral, en tanto que en la ac-
ción de inconstitucionalidad pueden combatirse
cualquier tipo de normas; f) por lo que hace a los
actos cuya inconstitucionalidad puede plantearse,
en la controversia constitucional pueden impugnar-
se normas general y actos, mientras que la acción
de inconstitucionalidad sólo procede por lo que res-
pecta a normas generales; y g) los efectos de la sen-
tencia dictada en la controversia constitucional
tratándose de normas generales, consistirán en de-
clarar la invalidez de la norma con efectos genera-
les siempre que se trate de disposiciones de los
estados o municipios impugnados por la Federa-
ción, de los municipios impugnados por los esta-
dos, o bien, en conflictos de órganos de atribución
y siempre que cuando menos haya sido aprobada
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por una mayoría de por lo menos ocho votos de los
ministros de la Suprema Corte, mientras que en la
acción de inconstitucionalidad la sentencia tendrá
efectos generales siempre y cuando ésta fuere apro-
bada por lo menos por ocho ministros. En conse-
cuencia, tales diferencias determinan que la
naturaleza jurídica de ambos medios sea distinta.

(Controversia Constitucional 15/98. Ayuntamien-
to del municipio de Río Bravo, Tamaulipas. 11 de
mayo de 2000. Unanimidad de diez votos. Ausente:
José Aguinaco Alemán. Ponente: Humberto Román
Palacios. Secretario: Pedro Alberto Nava Malagón.

(El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebra-
da hoy once de julio en curso, aprobó, con el núme-
ro 71/2000, la tesis jurisprudencial que antecede.
México, Distrito Federal, a once de julio de dos mil.

(Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,
tomo XII, agosto de 2000, Tesis P./J. 71/2000, pág. 965.)

De igual manera, el ministro instructor Hum-
berto Román Palacios omitió observar el crite-
rio establecido por el Pleno en la tesis P./J. 101/
99 publicada en la página 708, tomo X, septiem-
bre de 1999, novena época:

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA FINALIDAD DEL CONTROL

DE LA REGULARIDAD CONSTITUCIONAL A CARGO DE LA SUPREMA

CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN INCLUYE TAMBIÉN DE MANE-
RA RELEVANTE EL BIENESTAR DE LA PERSONA HUMANA SUJETA

AL IMPERIO DE LOS ENTES U ÓRGANOS DE PODER. El análisis

sistemático del contenido de los pre-
ceptos de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos revela
que si bien las controversias consti-
tucionales se instituyeron como un
medio de defensa entre poderes y ór-
ganos de poder, entre sus fines inclu-
ye también de manera relevante el
bienestar de la persona humana que
se encuentra bajo el imperio de aqué-
llos. En efecto, el título primero con-
sagra las garantías individuales que
constituyen una protección a los go-
bernados contra actos arbitrarios de
las autoridades, especialmente las
previstas en los artículos 14 y 16, que
garantizan el debido proceso y el ajus-
te del actuar estatal a la competencia
establecida en las leyes. Por su par-
te, los artículos 39, 40, 41 y 49 reco-
nocen los principios de soberanía
popular, forma de estado federal, re-
presentativo y democrático, así como
la división de poderes, fórmulas que
persiguen evitar la concentración del
poder en entes que no sirvan y dima-
nen directamente del pueblo, al insti-
tuirse precisamente para su beneficio.
Por su parte, los numerales 115 y 116
consagran el funcionamiento y las
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prerrogativas del municipio libre
como base de la división territorial y
organización política y administrati-
va de los estados, regulando el marco
de sus relaciones jurídicas y políticas.
Con base en este esquema, que la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación
debe salvaguardar, siempre se en-
cuentra latente e implícito el pueblo
y sus integrantes, por constituir el
sentido y razón de ser de las partes
orgánica y dogmática de la Consti-
tución, lo que justifica ampliamente
que los mecanismos de control cons-
titucional que previene, entre ellos
las controversias constitucionales,
deben servir para salvaguardar el
respeto pleno del orden primario,
sin que pueda admitirse ninguna li-
mitación que pudiera dar lugar a ar-
bitrariedades que, en esencia, irían
en contra del pueblo soberano.

(Controversia constitucional 31/97.
Ayuntamiento de Temixco, Morelos, 9
de agosto de 1999. Mayoría de ocho
votos. Ausente: José Aguinaco Alemán.
Disidentes: José de Jesús Gudiño Pe-
layo y Guillermo I. Ortiz Mayagoitia.
Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Se-
cretario: Humberto Suárez Camacho.

(El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebra-
da el siete de septiembre del año en curso, aprobó,
con el número 101/1999, la tesis jurisprudencial que
antecede. México, Distrito Federal, a siete de sep-
tiembre de mil novecientos noventa y nueve.)

Recurso de reclamación. Ante el acuerdo por el
cual se desechó por “notoriamente improceden-
te” la controversia constitucional, el 15 de enero
de 2004 fue presentado un recurso de reclama-
ción. Este recurso, según el artículo 51 de la Ley
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artícu-
lo 105 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, procede contra los autos o
resoluciones que admitan o desechen una de-
manda, su contestación o sus respectivas amplia-
ciones. En dicho recurso se expresaron los
siguientes agravios:

Primero. El auto impugnado viola los artícu-
los 25, 28 y 35 de la Ley Reglamentaria de las
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitu-
ción, toda vez que en el mismo no se establece
en forma clara y fehaciente la causa específica
de la improcedencia, lo cual deja en estado de
indefensión al promovente. Si bien es cierto que
el artículo 25 de la Ley Reglamentaria de la ma-
teria permite desechar de plano la demanda de
controversia constitucional, obliga al ministro
instructor a expresar el motivo manifiesto e in-
dudable de improcedencia.
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En el contenido del auto por el cual se des-
echa, únicamente se expresa que se actualiza la
causal prevista en la fracción II del artículo 19 de
la Ley Reglamentaria de la materia, y dicha ac-
tuación se motiva con la simple afirmación de que
los actos cuya invalidez se demanda “se refieren
a la elección de los integrantes de autoridad fe-
deral electoral (sic)”. Así, se omite en todo mo-
mento la motivación y el fundamento legal que
permita en forma manifiesta e indudable deter-
minar la improcedencia correspondiente. En el
escrito inicial de demanda se presentan hechos
y argumentaciones de derecho que acreditan, por
su parte, plenamente la violación de disposicio-
nes constitucionales y legales que regulan el pro-
ceso de elección de integrantes de la autoridad
electoral federal, lo cual, sin lugar a dudas, per-
mite determinar que no se trata de actos de na-
turaleza electoral.

Segundo. Determinar la naturaleza jurídica de
los actos cuya invalidez se demanda, implica la
revisión de las disposiciones constitucionales y
legales que establecen las facultades de los ór-
ganos o el poder responsable, el procedimiento
empleado y el cumplimiento de las formalidades
correspondientes. La calificación que hace el
ministro instructor de “electorales” respecto a
los actos impugnados no se resuelve o explicita
en el acuerdo por el que se desecha la demanda.
Ello requiere, más bien, de un estudio amplio de

interpretación y aplicación del dere-
cho que permita en realidad conocer
la verdad jurídica de las cuestiones
planteadas.

Tercero. La afirmación de que los
actos cuya invalidez se demanda son
de naturaleza electoral, violenta el
principio de legalidad que debe ob-
servar, en todo momento, la autori-
dad jurisdiccional en la aplicación del
derecho. ¿Cuáles son las bases o
fundamentos de hecho y de derecho
en el análisis realizado por el minis-
tro instructor, para determinar que los
actos cuya invalidez se demanda son
de naturaleza electoral? ¿Qué nor-
mas jurídicas determinan la natura-
leza electoral de tales actos, mismas
que servirían de fundamento legal
para determinar dicha naturaleza?
¿Las autoridades o poderes que son
señalados como responsables de los
actos, cuya invalidez se solicita, son
considerados por la ley de la mate-
ria (el Código Federal de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales)
como autoridades electorales? Las
anteriores son algunas de las interro-
gantes que no responde la resolución
del ministro instructor.
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Cuarto. Resulta erróneo deter-
minar que “la elección de los inte-
grantes de una autoridad electoral
federal” constituye la realización de
actos de naturaleza electoral por lo
siguiente:

A) La designación del consejero
presidente y consejeros electorales,
propietarios y suplentes, del Conse-
jo General del Instituto Federal Elec-
toral, no se realiza en el marco de la
organización de proceso electoral
alguno, por el que se renueven me-
diante elecciones libres y auténticas
los poderes Legislativo y Ejecutivo
de la Federación;

B) La elección del consejero pre-
sidente y consejeros electorales, pro-
pietarios y suplentes, del Consejo
General del IFE, por el Pleno de la Cá-
mara de Diputados no corresponde
a la materia electoral que señala el
artículo 105, fracción I, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, toda vez que dicho acto
no pertenece a los regulados por las

fracciones I a la IX del artículo 99 de la misma
Constitución federal;

C) Tanto la Mesa Directiva como el Pleno de la
Cámara de Diputados de la LIX Legislatura (2003-
2006), responsables de los actos cuya invalidez se
demanda, no actúan en calidad de órganos electo-
rales de conformidad con el artículo 41, párrafo
segundo, fracciones I y II de la Constitución Políti-
ca, y el artículo 1, numeral 2, del Cofipe, en el que
se establece que dicho ordenamiento jurídico re-
glamenta las normas constitucionales relativas a:
a) los derechos y obligaciones político-electorales
de los ciudadanos, b) la organización, función y
prerrogativas de los partidos políticos y las agru-
paciones políticas, y c) la función estatal de orga-
nizar las elecciones de los integrantes de los
poderes Legislativo y Ejecutivo de la Unión;

D) Las facultades de la Mesa Directiva y del
Pleno de la Cámara de Diputados para la elección
del consejero presidente y consejeros electorales,
propietarios y suplentes, del Consejo General del
IFE se debieron realizar con los procedimientos
previstos en la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos24 y su Regla-
mento para el Gobierno Interior.25 Los anteriores
ordenamientos jurídicos no corresponden a la

24 Aprobada el 31 de agosto de 1999, y reformada por decretos publicados el 31 de diciembre de 1999, el 9 de
octubre de 2000 y el 7 de diciembre de 2001.

25 Publicado en el Diario Oficial de la Federación de 20 de marzo de 1934.
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materia electoral a la que hace referencia el ar-
tículo 105, fracción I de la Constitución Política,
y el artículo 19, fracción II de la Ley Reglamenta-
ria de la materia;

E) La violación de los diversos artículos de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, señalados en el escrito inicial de la
demanda, no puede ni debe sujetarse a la deter-
minación general e injustificada de la supuesta
naturaleza electoral de los actos cuya invalidez
se demanda;

F) El sistema de medios de impugnación con-
tenido en la Ley General del Sistema de Medios
de Impugnación en Materia Electoral, no estable-
ce recurso alguno para demandar la legalidad y
constitucionalidad de los actos de la Mesa Di-
rectiva y del Pleno de la Cámara de Diputados
en el procedimiento de elección del consejero
presidente y consejeros electorales, propietarios
y suplentes, del Consejo General del IFE;

G) El criterio para determinar la naturaleza de
los actos cuya invalidez se demanda puede ser
formal, o bien, material. Mediante el primero,
el formal, atendiendo a la naturaleza propia de
los órganos responsables que emitieron los actos,
puede calificarse como de carácter o naturaleza
legislativa; y, mediante el segundo, el material,

observando la naturaleza intrínseca de
los actos, puede concluirse que se tra-
ta de actos administrativos, pues los
mismos se derivan de la aplicación de
la ley y no de la emisión de una norma
general, abstracta, impersonal y hete-
rónoma, en el caso de la designación
de funcionarios de un órgano consti-
tucional autónomo como es el IFE.

Objeciones al recurso de reclamación.
El ministro ponente para desahogar el
recurso de reclamación fue Guillermo
I. Ortiz Mayagoitia. Su proyecto fue re-
suelto por el Tribunal Pleno de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación
el 11 de mayo de 2004 coincidiendo y,
por lo tanto, confirmando lo resuel-
to por el ministro instructor (Hum-
berto Román Palacios) que había, en
su origen, desechado la controversia
constitucional.26 En su fallo, el Pleno rei-
teró que “en términos del artículo 19,
fracción II, de la Ley Reglamentaria de
la materia, las controversias constitu-
cionales son improcedentes contra
normas o actos en materia electoral”.

26 Recurso de Reclamación 13/2004-PL, derivado de la Controversia Constitucional 111/2003.
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La Suprema Corte señaló que:

…ha sostenido el criterio de que por
manifiesto, debe entenderse todo aque-
llo que se advierte en forma patente
y absolutamente clara de la simple lec-
tura de la demanda, de los escritos
aclaratorios o de ampliación y, en su
caso, de los documentos que se anexan
a dichas promociones; mientras que,
lo indudable, se configura cuando se
tiene la certeza y plena convicción de
que la causa de improcedencia efecti-
vamente se actualiza en el caso, de tal
manera que la admisión de la deman-
da y la substanciación del procedimien-
to no den lugar a la obtención de una
convicción diversa.

Y que, para mayor abundamiento:

…el motivo manifiesto e indudable de
improcedencia que dé lugar al des-
echamiento de la demanda, debe ad-
vertirse de la simple lectura de ésta y
las pruebas que en su caso se hubieran
adjuntado, ya sea porque los hechos
en que se apoya han sido manifesta-
dos claramente o bien, porque se en-
cuentren probados con elementos de

juicio indubitables, de modo tal que se tenga la ple-
na certeza de que los actos posteriores del procedi-
miento, como son la contestación a la demanda y la
fase probatoria, no serían necesarios para configu-
rarla ni tampoco podrían desvirtuar su contenido.

La Corte reitera que los actos realizados por
la Cámara de Diputados son “actos electorales”.
Y para confirmar esta postura transcribe en su
fallo la Tesis de Jurisprudencia P./J. 25/99 (publi-
cada en la página 255 del Semanario Judicial de
la Federación y su Gaceta, tomo IX, abril de 1999,
Pleno, novena época). En dicha tesis, el Pleno
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de-
fine lo que debe entenderse por “materia electo-
ral” para los efectos del procedimiento de la
acción de inconstitucionalidad:

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. MATERIA ELECTORAL

PARA LOS EFECTOS DEL PROCEDIMIENTO RELATIVO. En la re-
forma constitucional publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación el treinta y uno de diciembre
de mil novecientos noventa y cuatro, se instituyó
este tipo de vía constitucional en el artículo 105,
fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, pero se prohibió; con la
reforma a dicho precepto fundamental publicada
en el mismo medio de difusión el veintidós de agos-
to de mil novecientos noventa y seis, se admitió
la procedencia de la acción en contra de este tipo
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de leyes. Con motivo de esta última reforma, la Ley
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo
105 de la Constitución prevé reglas genéricas para
la sustanciación del procedimiento de la acción
de inconstitucionalidad y reglas específicas cuando
se impugnan leyes electorales. De una interpreta-
ción armónica y sistemática, así como teleológica
de los artículos 105, fracción IV, en relación con el
35, fracciones I y II, 36, fracciones III, IV y V, 41, 51,
56, 60, 81, 115, fracciones I y II, y 122, tercer párra-
fo, e inciso c), base primera, fracciones I y V, inciso
f), todos de la propia Constitución, se llega al con-
vencimiento de que las normas generales electora-
les no sólo son las que establecen el régimen
normativo de los procesos electorales propiamente
dichos, sino también las que, aunque contenidas en
ordenamientos distintos a una ley o código electoral
sustantivo, regulan aspectos vinculados directa o
indirectamente con dichos procesos o que deban in-
fluir en ellos de una manera o de otra, como por
ejemplo, distritación o redistritación, creación de
órganos administrativos para fines electorales,
organización de elecciones, financiamiento público,
comunicación social de los partidos, límites de las
erogaciones y montos máximos de aportaciones, de-
litos y faltas administrativas y sus sanciones. Por lo
tanto esas normas pueden impugnarse a través
de la acción de inconstitucionalidad y, por regla
general, debe instruirse el procedimiento correspon-
diente y resolverse conforme a las disposiciones

específicas que para tales asuntos pre-
vé la ley reglamentaria de la materia,
pues al no existir disposición expresa
o antecedente constitucional o legal
alguno que permita diferenciarlas por
razón de su contenido o de la materia
específica que regulan, no se justifica-
ría la aplicación de las reglas genéri-
cas para unas y las específicas para
otras.

La anterior referencia a la tesis ju-
risprudencial resulta inaplicable o,
por lo menos, confusa. La Suprema
Corte hace referencia a reglas espe-
cíficas para impugnar leyes electora-
les; establece el tipo de normas que
deben ser consideradas como electo-
rales, y señala que las normas elec-
torales pueden impugnarse a través
de la acción de inconstitucionalidad.
El Pleno de la Corte cita una tesis de
jurisprudencia que se deriva de una
acción de inconstitucionalidad, sin
atender que la materia de estudio
era, más bien, la procedencia o no
de la controversia constitucional que
fue presentada por el ayuntamiento
del municipio de Yautepec, Morelos.
(Más adelante se verá, por otra
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parte, cómo también la Suprema
Corte de Justicia, en una decisión
independiente, pero conexa, dese-
cha una acción de inconstituciona-
lidad contra la misma decisión de
la Cámara de Diputados y, con ello,
por lo menos contradice su propia
argumentación anterior en contra
de la controversia constitucional.)

Por otra parte, el Pleno de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación,
al desechar la controversia consti-
tucional actúa contra el criterio es-
tablecido en la Tesis P./J. 98/99,
publicada en el Semanario Judicial de
la Federación y su Gaceta, página
703, tomo X, septiembre de 1999, no-
vena época. Ahí, señala que:

…si el control constitucional busca dar
unidad y cohesión a los órdenes jurí-
dicos descritos, en las relaciones de
las entidades u órganos de poder
que las conforman, tal situación justi-
fica que una vez que se ha consagra-
do un medio de control para dirimir
conflictos entre dichos entes, dejar

de analizar ciertas argumentaciones sólo por sus
características formales o su relación mediata o
inmediata con la norma fundamental, produciría,
en numerosos casos, su ineficacia, impidiendo sal-
vaguardar la armonía y ejercicio pleno de liber-
tades y atribuciones, por lo que resultaría
contrario al propósito señalado, así como al
fortalecimiento del federalismo, cerrar la proce-
dencia del citado medio de control por tales in-
terpretaciones técnicas, lo que implícitamente
podría autorizar arbitrariedades, máxime que por
la naturaleza total que tiene el orden constitucio-
nal, en cuanto tiende a establecer y proteger todo
el sistema de un Estado de derecho, su defensa
debe ser también integral, independientemente de
que pueda tratarse de la parte orgánica o la dog-
mática de la norma suprema, dado que no es posi-
ble parcializar este importante control.

De manera incluso más específica, la Suprema
Corte ha establecido27 que también la postula-
ción y designación de los consejeros ciudadanos
forman parte de la materia electoral. La Corte
señaló que:

…ya que aun cuando la postulación y registro de can-
didatos al cargo de consejeros ciudadanos son actos

27 Tesis de Jurisprudencia P.CXXX/95, pág. 205, t. II, diciembre de 1995, Pleno, novena época del Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta.
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previos a las elecciones en sí mismas consideradas,
esto es, al ejercicio del sufragio, ello no les quita el
carácter de actos electorales, pues si bien es verdad
que desde un punto de vista teórico o doctrinario,
puede establecerse una distinción entre el derecho a
postular y la postulación en sí misma, tal diferencia
carece de apoyo en el derecho positivo, dado que
aquél es un derecho que se pretende ejercer precisa-
mente en el proceso electoral, sin que pueda desli-
garse del efecto o consecuencia que con él se busca,
y que no es otro que el de intervenir en tal proceso.

En la resolución del Recurso de Reclamación
13/2004-PL, el Pleno de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación señala que, si de acuerdo con
la jurisprudencia transcrita, la creación de órga-
nos administrativos para fines electorales, como
en el caso del Instituto Federal Electoral, e inclu-
so la postulación y el registro de candidatos al
cargo de consejeros, forman parte de la materia
electoral, resulta innegable entonces, que la elec-
ción de los integrantes del Consejo General del
IFE también forma parte de la materia electoral.
Por lo tanto, aduce la Suprema Corte, dicho acto
no puede ser impugnado a través de la vía de la
controversia constitucional. En la misma argu-
mentación, la Corte establece que:

…hay que decir por lo que hace al pro-
cedimiento conforme al cual se con-
dujeron dichas autoridades para llevar
a cabo la elección que aquí se trata,
pues si bien las leyes que rigen el ac-
tuar cotidiano del Poder Legislativo y
conforme a las cuales se designaron a
los referidos consejeros no son estric-
tamente electorales, sí lo es el produc-
to de dicho procedimiento (…) el
hecho de que la designación de los
consejeros propietarios y suplentes
del Consejo General del Instituto Fede-
ral Electoral sea un acto formalmente
legislativo por emanar de un órgano
de ese carácter, y materialmente ad-
ministrativo, por constituir la aplica-
ción de una norma general a un caso
concreto, en nada obsta a que, de igual
manera se trate de un acto electoral.

Para concluir, el Pleno presenta
dos argumentos que resultan de in-
terpretación contraria y que la pro-
pia Suprema Corte ha generado en
su carácter de órgano de control
constitucional.28 La Corte señala que,

28 Resolución de 11 de mayo de 2004 dictada por el Pleno de la SCJN, en el Recurso de Reclamación 13/2004-
PL, derivado de la Controversia Constitucional 111/2003.
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independientemente de que la Ley
General del Sistema de Medios de Im-
pugnación en Materia Electoral “no
establezca recurso alguno para im-
pugnar el acto que aquí se combate”,
el hecho es que “de manera expresa
e indudable” se dispone en la frac-
ción I del artículo 105 constitucional,
que “los juicios de controversia cons-
titucional serían improcedentes con-
tra leyes o actos que se refieran a la
materia electoral”. La resolución
concluye categóricamente que: “este
alto tribunal, como órgano constitu-
cional constituido, únicamente pue-
de actuar dentro de los límites y en
los supuestos que el texto de la nor-
ma fundamental establezca, sin que
pueda ampliarlos, so pretexto de sal-
vaguardar la Constitución federal”.
La Suprema Corte, finalmente, añade
innecesariamente, por no haber sido
materia del acuerdo que se comba-
te en el recurso de reclamación, que
le parece cuestionable sostener que el
municipio de Yautepec, Morelos,
cuenta con un interés legítimo para
impugnar por la vía de controversia
constitucional, la designación de los
integrantes del Consejo General del

IFE. Dicho acto, argumenta la Suprema Corte, no
le afecta al municipio en su ámbito de compe-
tencia, ni representa una vulneración del ámbi-
to constitucional en su perjuicio. (Esto dicho por
una Corte que, como se ha señalado arriba, re-
conoce el imperativo de que el orden constitu-
cional sea garantizado en su integridad y en
forma permanente.)

V
Acción de inconstitucionalidad. El Comité Eje-
cutivo Nacional del Partido de la Revolución De-
mocrática, por medio de su presidente nacional,
Leonel Godoy, presentó el 28 de noviembre de
2003 un recurso de acción de inconstitucionali-
dad en contra de la Mesa Directiva y la LIX Legis-
latura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con motivo de la designación por
parte de ésta del consejero presidente y de los
consejeros electorales, propietarios y suplentes,
del Consejo General del Instituto Federal Electo-
ral. La acción de inconstitucionalidad fue des-
echada de plano el 2 de diciembre de 2003 por el
ministro instructor, Juan Díaz Romero, quien la
consideró notoriamente improcedente con el si-
guiente fundamento:

[D]el análisis del oficio de demanda se desprende
que si bien el acto impugnado fue emitido por el
referido órgano legislativo [Cámara de Diputados],
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éste no reúne las características de una ley, pues
se refiere a una situación concreta y particular
como es la elección del consejero presidente y
de los consejeros electorales propietarios y su-
plentes del Consejo General del Instituto Federal
Electoral; lo cual lleva a concluir que no se está
impugnando una norma de carácter general que
haya sido emitida por el propio órgano legislativo
federal, de ahí que se actualice la causal prevista
en el artículo 19, fracción VIII, de la Ley Regla-
mentaria de la materia, en relación con los artícu-
los 61, fracción III y 105, fracción II, inciso f) de la
Constitución General de la República.29

El artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las
Fracciones I y II del Artículo 105 constitucional
enumera, como ya se afirmó arriba, supuestos
de improcedencia y, en particular, su fracción
VIII (citada expresamente en el acuerdo del mi-
nistro instructor Díaz Romero) establece que no
procede el recurso cuando la improcedencia re-
sulte de alguna disposición de la propia ley. Di-
cho precepto se vincula, en la argumentación
del ministro instructor, con el artículo 61, frac-
ción III de la Ley Reglamentaria que dispone que:

“la demanda por la que se ejercita
la acción de inconstitucionalidad
deberá contener: III. La norma ge-
neral cuya invalidez se reclame y
el medio oficial en que se hubiere
publicado”; así como con la propia
fracción II del artículo 105 cons-
titucional que establece que: “La
Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción conocerá, en los términos que
señale la ley reglamentaria (…) II.
De las acciones de inconstitucio-
nalidad que tengan por objeto
plantear la posible contradicción
entre una norma de carácter ge-
neral y esta Constitución”. El inci-
so f de la fracción II del artículo 105
constitucional define que “los par-
tidos políticos con registro ante el
Instituto Federal Electoral, por
conducto de sus dirigencias nacio-
nales, [podrán interponer una ac-
ción de inconstitucionalidad] en
contra de leyes electorales federa-
les o locales”.

29 Acuerdo de fecha 2 de diciembre de 2003, ministro Juan Díaz Romero, Acción de Inconstitucionalidad 25/
2003.
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En su acuerdo por el que declara
el desechamiento de la acción de in-
constitucionalidad, el ministro ins-
tructor, Juan Díaz Romero afirma,30

pues, que no procede debido a que
“a través de esta vía solamente se
pueden impugnar actos procedentes
que reúnan las características de
generalidad, abstracción e imperso-
nalidad, es decir que se trate de le-
yes”. Y, según la interpretación del
ministro Díaz Romero, el acto por el
cual la Cámara de Diputados desig-
nó a los integrantes del Consejo Ge-
neral del IFE y, con ello, integró el
máximo órgano de dirección del or-
ganismo constitucional encargado
de organizar las elecciones federa-
les, no reúne las características de
“generalidad, abstracción e imperso-
nalidad”.

En apoyo de su argumento, el mi-
nistro instructor, Juan Díaz Romero
cita las jurisprudencias P./J. 22/99 y
P./J. 71/2000 del Tribunal Pleno, pu-
blicadas en las páginas 257 y 965 de

los tomos IX de abril de 1999, y XII de agosto de
2000, respectivamente, de la novena época del
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta:

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SÓLO PROCEDE CONTRA

NORMAS GENERALES QUE TENGAN EL CARÁCTER DE LEYES O

TRATADOS INTERNACIONALES. Del análisis y la interpreta-
ción de la fracción II del artículo 105 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
se advierte que: a) Si las acciones de inconstitucio-
nalidad tienen por objeto plantear la posible con-
tradicción entre una norma de carácter general y la
Constitución, entonces sólo son procedentes con-
tra normas de carácter general; b) En el propio
precepto se habla sólo de leyes y tratados inter-
nacionales entendidos como normas de carácter
general. Consecuentemente, las acciones de incons-
titucionalidad proceden contra normas de carác-
ter general, pero no contra cualquiera de éstas,
sino sólo contra aquellas que tengan el carácter
de leyes, o bien, de tratados internacionales. En
iguales términos, la Ley Reglamentaria de las Fraccio-
nes I y II del Artículo 105 de la Constitución, tratándo-
se de acciones de inconstitucionalidad, se refiere
técnicamente a normas generales, leyes y tratados in-
ternacionales; por lo tanto, también debe concluirse

30 Acuerdo de fecha 2 de diciembre de 2003, ministro Juan Díaz Romero, Acción de Inconstitucionalidad 25/
2003, op. cit.
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que prevé la procedencia de las acciones de incons-
titucionalidad exclusivamente en contra de esas
normas. La intención del Constituyente Permanen-
te, al establecer las acciones de inconstitucionali-
dad, fue la de instituir un procedimiento mediante
el cual se pudiera confrontar una norma de carác-
ter general con la Constitución y que la sentencia
que se dictara tuviera efectos generales, a diferen-
cia de lo que sucede con el juicio de amparo, en el
que la sentencia sólo tiene efectos para las partes.
No puede aceptarse su procedencia contra nor-
mas diversas, ya que en tales casos, por la propia
naturaleza del acto combatido, la sentencia no tie-
ne efectos generales, sino relativos. Por ello, de
conformidad con lo dispuesto en los artículos 59 y
19, fracción VIII, de la Ley Reglamentaria de las Frac-
ciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, en relación
con el artículo 1º de la misma ley y con la fracción II
del artículo 105 constitucional, las acciones de in-
constitucionalidad sólo son procedentes contra nor-
mas de carácter general, es decir, leyes o tratados,
y son improcedentes en contra de actos que no ten-
gan tal carácter.

(Acción de Inconstitucionalidad 4/98. Sergio Ma-
nuel Aguilera Gómez y otros, en su carácter de dipu-
tados integrantes de la Asamblea Legislativa del
Distrito Federal. 28 de mayo de 1998. Mayoría de
ocho votos. Disidentes: José Vicente Aguinaco Ale-
mán, Sergio Salvador Aguirre Anguiano y Genaro

David Góngora Pimentel. Ponente:
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secre-
tarios: Guadalupe M. Ortiz Blanco y
Miguel Ángel Ramírez González.

(El Tribunal Pleno, en su sesión pri-
vada celebrada el veinticinco de mar-
zo en curso, aprobó, con el número
22/1999, la tesis jurisprudencial que
antecede. México, Distrito Federal, a
veintiséis de marzo de mil novecien-
tos noventa y nueve.

(Novena época; Instancia: Pleno;
Fuente: Semanario Judicial de la Fe-
deración y su Gaceta, tomo IX, abril
de 1999, tesis P./J. 22/99, pág. 257.)

CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES Y ACCIO-
NES DE INCONSTITUCIONALIDAD. DIFERENCIAS

ENTRE AMBOS MEDIOS DE CONTROL CONSTITU-
CIONAL. Si bien es cierto que la contro-
versia constitucional y la acción de
inconstitucionalidad son dos medios
de control de la constitucionalidad,
también lo es que cada una tiene ca-
racterísticas particulares que las dife-
rencian entre sí; a saber: a) en la
controversia constitucional, instaura-
da para garantizar el principio de divi-
sión de poderes, se plantea una
invasión de las esferas competenciales
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establecidas en la Constitución, en
tanto que en la acción de inconstitu-
cionalidad se alega una contradicción
entre la norma impugnada y una de
la propia ley fundamental; b) la con-
troversia constitucional sólo puede
ser planteada por la Federación, los
estados, los municipios y el Distrito
Federal, a diferencia de la acción de
inconstitucionalidad que puede ser
promovida por el procurador general
de la república, los partidos políticos
y el treinta y tres por ciento, cuando
menos, de los integrantes del órgano
legislativo que haya expedido la nor-
ma; c) tratándose de la controversia
constitucional, el promovente plantea
la existencia de un agravio en su per-
juicio en tanto que en la acción de
inconstitucionalidad se eleva una so-
licitud para que esta Suprema Corte
de Justicia de la Nación realice un
análisis abstracto de la constituciona-
lidad de la norma; d) respecto de la
controversia constitucional, se realiza
todo un proceso (demanda, contes-
tación de demanda, pruebas, alegatos
y sentencia), mientras que en la ac-
ción de inconstitucionalidad se ven-
tila un procedimiento; e) en cuanto a

las normas generales, en la controversia constitu-
cional no pueden impugnarse normas en mate-
ria electoral, en tanto que, en la acción de
inconstitucionalidad pueden combatirse cualquier
tipo de normas; f) por lo que hace a los actos cuya
inconstitucionalidad puede plantearse, en la con-
troversia constitucional pueden impugnarse nor-
mas generales y actos, mientras que la acción de
inconstitucionalidad sólo procede por lo que res-
pecta a normas generales; y, g) los efectos de la
sentencia dictada en la controversia constitucio-
nal tratándose de normas generales, consistirán en
declarar la invalidez de la norma con efectos gene-
rales siempre que se trate de disposiciones de los
estados o de los municipios impugnados por la Fe-
deración, de los municipios impugnados por los
estados, o bien, en conflictos de órganos de atri-
bución y siempre que cuando menos haya sido
aprobada por una mayoría de por lo menos ocho
votos de los ministros de la Suprema Corte, mien-
tras que en la acción de inconstitucionalidad la sen-
tencia tendrá efectos generales siempre y cuando
ésta fuere aprobada por lo menos por ocho minis-
tros. En consecuencia, tales diferencias determi-
nan que la naturaleza jurídica de ambos medios
sea distinta.

(Controversia Constitucional 15/98. Ayuntamien-
to del Municipio de Río Bravo, Tamaulipas. 11 de
mayo de 2000. Unanimidad de diez votos. Ausente:
José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Humberto
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Román Palacios. Secretario: Pedro Alberto Nava
Malagón.

(El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebra-
da hoy once de julio en curso, aprobó, con el núme-
ro 71/2000, la tesis jurisprudencial que antecede.
México, Distrito Federal, a once de julio de dos mil.

(Tesis 71/99. Novena época; Instancia: Pleno;
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta, tomo XII, agosto de 2000, tesis P./J. 71/2000,
pág. 965.)

Recurso de reclamación. En contra del acuerdo
por el que se desechó de plano la acción de in-
constitucionalidad, el Partido de la Revolución
Democrática presentó el 6 de diciembre de 2003,
por conducto de su presidente nacional, Leonel
Godoy, un recurso de reclamación. El recurso,
como ya se señaló, de acuerdo con el artículo 51
de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II
del Artículo 105 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos es procedente
contra los autos o resoluciones que admitan o
desechen una demanda, su contestación o sus
respectivas ampliaciones. En el recurso de recla-
mación contra el desechamiento de la acción de
inconstitucionalidad se expresaron los siguien-
tes agravios:

Primero. El auto de desechamiento por parte
del ministro instructor, Juan Díaz Romero (de 2
de diciembre de 2003) no establece una causa

concreta de improcedencia, con lo
que infringe lo dispuesto en la Ley
Reglamentaria de las Fracciones I y
II del Artículo 105 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexi-
canos. En el artículo 19 de la Ley
Reglamentaria en la materia se esta-
blecen las causas de improcedencia
y, en su fracción VIII, se dispone que
también resultará improcedente el
recurso “en los demás casos en que
la improcedencia resulte de alguna
disposición de esta ley”. Para apli-
car dicha disposición, el ministro ins-
tructor Díaz Romero debió haber
relacionado dicha hipótesis norma-
tiva con otro precepto legal que de-
terminara la improcedencia de la
acción de inconstitucionalidad en su
caso concreto.

Segundo. El auto que declara im-
procedente la acción de inconstitu-
cionalidad viola los artículos 41,
fracción III, párrafo tercero; 105, frac-
ción II, inciso f ; y 133 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. El ministro Juan Díaz Ro-
mero señala que el nombramiento de
los integrantes del Consejo General
del IFE por parte de la Cámara de
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Diputados no reúne las característi-
cas de una ley; esto es, generalidad,
abstracción e impersonalidad, con lo
que, en su opinión, se actualiza la
causal de improcedencia en el caso
de acciones de inconstitucionalidad
–que deben esgrimirse en contra de
“normas generales” (artículo 61, fracc.
III de la Ley Reglamentaria de las
Fracciones I y II de Artículo 105 de
la Constitución).

Sin embargo, al considerar de esta
manera el decreto de nombramien-
to, se interpreta de modo limitado y
restringido lo que debe entenderse
como una norma de carácter gene-
ral. La propia Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación ha establecido
como criterio para determinar si un
decreto es o no una norma de carác-
ter general que no basta clasificarlo
por su mera denominación. Es me-
nester analizar su contenido y alcan-
ce para, así, conocer su verdadera
naturaleza jurídica.

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. PARA DE-
TERMINAR SU PROCEDENCIA EN CONTRA DE

LA LEY O DECRETO, NO BASTA CON ATENDER

A LA DESIGNACIÓN QUE SE LE HAYA DADO AL

MOMENTO DE SU CREACIÓN, SINO A SU CONTENIDO MATERIAL QUE

LO DEFINA COMO NORMA DE CARÁCTER GENERAL. Para la pro-
cedencia de la acción de inconstitucionalidad es pre-
ciso analizar la naturaleza jurídica del acto impugnado
y, para ello, es necesario tener en cuenta que un acto
legislativo es aquel mediante el cual se crean normas
generales, abstractas e impersonales. La ley refiere
un número indeterminado e indeterminable de casos
y va dirigida a una pluralidad de personas indetermi-
nadas e indeterminables. El acto administrativo, en
cambio, crea situaciones jurídicas particulares y con-
cretas, y no posee los elementos de generalidad, abs-
tracción e impersonalidad de las que goza la ley.
Además, la diferencia sustancial entre una ley y un
decreto, en cuanto a su aspecto material, es que mien-
tras la ley regula situaciones generales, abstractas e
impersonales, el decreto regula situaciones particu-
lares, concretas e individuales. En conclusión, mien-
tras que la ley es una disposición de carácter general,
abstracta e impersonal, el decreto es un acto particu-
lar, concreto e individual. Por otra parte, la generali-
dad del acto jurídico implica su permanencia después
de su aplicación, de ahí que deba aplicarse cuantas
veces se dé el supuesto previsto, sin distinción de
persona. En cambio, la particularidad consiste en que
el acto jurídico está dirigido a una situación concre-
ta, y una vez aplicado, se extingue. Dicho contenido
material del acto impugnado es el que permite deter-
minar si tiene la naturaleza jurídica de norma de ca-
rácter general.
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(Acción de Inconstitucionalidad 4/98. Sergio Ma-
nuel Aguilera Gómez y otros, en su carácter de dipu-
tados integrantes de la Asamblea Legislativa del
Distrito Federal. 28 de mayo de 1998. Mayoría de
ocho votos. Disidentes: José Vicente Aguinaco Ale-
mán, Sergio Salvador Aguirre Anguiano y Genaro
David Góngora Pimentel. Ponente: José de Jesús
Gudiño Pelayo. Secretarios: Guadalupe M. Ortiz
Blanco y Miguel Ángel Ramírez González.

(El Tribunal Pleno, en su sesión privada cele-
brada el veinticinco de marzo en curso, aprobó,
con el número 23/1999, la tesis jurisprudencial que
antecede. México, Distrito Federal, a veintiséis de
marzo de mil novecientos noventa y nueve.

(Tesis 23/99. Novena época; Instancia: Pleno;
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta, tomo VIII, septiembre de 1998, pág. 557.)

Del análisis del decreto de nombramiento de
los integrantes del Consejo General del IFE se des-
prende, de su contenido material y sus alcances
específicos, que sí está revestido de un carácter
de generalidad. Esto debido a que para que en-
tre en vigor se requiere sea publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación –situación que no se
exige para el nombramiento de cualquier servi-
dor público, pero sí se exige para los casos del
consejero presidente y los consejeros electora-
les. Debe entenderse que su publicación en el
órgano de información oficial implica que va

dirigida, no a nueve ciudadanos, sino
a una pluralidad de personas inde-
terminadas e indeterminables para
su conocimiento y sujeción.

A través del decreto se reglamenta
una situación de interés para toda la
población de los Estados Unidos Mexi-
canos. Se trata de la renovación del
organismo constitucional autónomo
encargado de organizar, vigilar y garan-
tizar la transparencia de las elecciones
federales por medio de las cuales se
va a integrar al Poder Legislativo y al
Poder Ejecutivo de la Unión. De hecho,
la integración del Consejo General del
IFE implica la realización de un acto
preparatorio de los próximos comicios
federales y, como tal, tiene efectos que
se extienden de manera general más
allá del mero nombramiento de las per-
sonas que lo conforman.

*
Como en el caso anterior –de la con-
troversia constitucional–, el recurso
de reclamación por el desechamien-
to de la acción de inconstitucionali-
dad fue declarado improcedente por
el Pleno de la SCJN, en los términos
siguientes:
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Ante todo conviene precisar que de
conformidad con el artículo 70 de la
Constitución federal, toda resolución
del Congreso tendrá carácter de ley
o decreto, entendiéndose por lo pri-
mero aquella que deriva de la función
legislativa propiamente dicha y que
culmina con una norma general y abs-
tracta, en tanto que el decreto se re-
fiere a un caso particular y concreto
limitado a determinados tiempos, lu-
gares, corporaciones, establecimien-
tos o personas.

En consecuencia si la acción de in-
constitucionalidad se ejercitó en con-
tra del Decreto por el que se designó
al consejero presidente y consejeros
electorales, propietarios y suplentes
del Consejo General del Instituto Fe-
deral Electoral y el procedimiento
respectivo, es indudable que aun
cuando provenga de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión,
no se trata de una ley sino de un acto
concreto y particular.31

VI
Al haber desechado la Suprema Corte, tanto la
controversia constitucional, como la acción de
inconstitucionalidad, el fondo del asunto sobre
la presunta inconstitucionalidad e ilegalidad del
procedimiento seguido por la Cámara de Dipu-
tados en el nombramiento de los integrantes del
Consejo General del IFE para el periodo 2003-2010
nunca fue analizado. Es por ello válido pregun-
tarse: ¿Se sabe con certeza si la Mesa Directiva,
las comisiones respectivas y el propio Pleno de la
Cámara de Diputados se apegaron en el proce-
dimiento de nombramiento de los consejeros
electorales y el consejero presidente a lo estric-
tamente estipulado en la Constitución Política,
el Código Federal de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales, los ordenamientos internos del
Congreso de la Unión, y demás leyes secunda-
rias relacionadas? Si no lo hicieron, ¿qué autori-
dad revisó y sancionó dicho procedimiento
irregular? ¿O acaso un procedimiento contrario
a las normas constitucionales no puede ser im-
pugnado porque quien lo llevó a cabo es el Po-
der Legislativo? ¿Quién garantiza entonces el
control total e integral de la Constitución?

31 Recurso de Reclamación 355/2003-PL derivado de la Acción de Inconstitucionalidad 25/2003. Resolución,
considerando tercero, págs. 50-51.
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La Suprema Corte de Justicia de la Nación
determinó la improcedencia tanto de la acción de
inconstitucionalidad32 como de la controversia
constitucional;33 no porque considerara que el
nombramiento de los integrantes del Consejo
General del IFE se hubiese realizado conforme a
la Constitución y a la ley, sino por cuestiones
estrictamente de orden procesal. Esto es, consi-
deró que ninguno de los dos recursos –de acuer-
do con la Ley Reglamentaria de las Fracciones I
y II del Artículo 105 de la Constitución– podían
ser revisados en el fondo, debido a que los su-
puestos de cada uno de ellos caían dentro de
alguna de las causales de improcedencia esta-
blecidas en dicha ley reglamentaria (artículos 19
y 61).

El máximo tribunal judicial del país no pudo
(jurídicamente) conocer los términos bajo los
cuales fueron nombrados el consejero presiden-
te y los consejeros electorales. A continuación
se describe el procedimiento que se siguió den-
tro de la Cámara de Diputados:

El artículo 41 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos establece las ba-
ses para la realización de “elecciones libres,
auténticas y periódicas” para la renovación de

los poderes Legislativo y Ejecutivo.
La fracción III de dicho artículo dis-
pone que “la organización de las elec-
ciones federales es una función estatal
que se realiza a través de un orga-
nismo público autónomo denomi-
nado Instituto Federal Electoral,
dotado de personalidad jurídica y
patrimonio propios, en cuya integra-
ción participan el Poder Legislativo
de la Unión, los partidos políticos na-
cionales y los ciudadanos, en los tér-
minos que ordene la ley”. Pero
además se precisa que “en el ejerci-
cio de dicha función estatal, la certe-
za, legalidad, independencia,
imparcialidad y objetividad serán
principios rectores”.

De manera específica destaca el
que la fracción II del artículo 41 cons-
titucional establezca que:

El consejero presidente y los conse-
jeros electorales del Consejo General
serán elegidos sucesivamente, por el
voto de las dos terceras partes de los

32 Acción de Inconstitucionalidad, 25/2003
33 Controversia Constitucional, 111/2003
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miembros presentes en la Cámara de
Diputados, o en recesos por la Co-
misión Permanente, a propuesta de
los grupos parlamentarios. Conforme
al mismo procedimiento se designa-
rán ocho consejeros electorales su-
plentes, en orden de prelación. La ley
establecerá las reglas y el procedi-
miento correspondiente.

Adicionalmente, en la ley secun-
daria –el Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales
(Cofipe)– se definen las reglas y el
procedimiento que debe seguirse
para la designación de los integran-
tes del Consejo General del IFE. En
el artículo 74, numeral 2, se estable-
ce que:

El consejero presidente del Consejo
General será elegido por las dos ter-
ceras partes de los miembros presen-
tes de la Cámara de Diputados, de
entre las propuestas que formulen los
grupos parlamentarios. La designa-
ción será realizada conforme a la
normatividad y procedimiento apli-
cable en la materia de votación en
la Cámara de Diputados

En el artículo 76, numeral 1, del Cofipe se se-
ñala que:

Los consejeros electorales deberán reunir los si-
guientes requisitos: a) Ser ciudadano mexicano por
nacimiento que no adquiera otra nacionalidad, ade-
más de estar en pleno goce y ejercicio de sus dere-
chos civiles y políticos; b) Estar inscrito en el
Registro Federal de Electores y contar con creden-
cial para votar; c) Tener más de treinta años de
edad, el día de la designación; d) Poseer el día de la
designación título profesional o formación equiva-
lente, y tener conocimientos en la materia políti-
co-electoral; e) Gozar de buena reputación y no
haber sido condenado por delito alguno, salvo que
hubiese sido de carácter no intencional o impru-
dencial; f) Haber residido en el país durante los úl-
timos dos años, salvo el caso de ausencia en
servicio de la república por un tiempo menor de
seis meses; g) No desempeñar ni haber desem-
peñado el cargo de presidente del Comité Ejecuti-
vo Nacional o equivalente de un partido político;
h) No haber sido registrado como candidato a car-
go alguno de elección popular en los últimos cinco
años anteriores a la designación; i) No ser secreta-
rio de Estado, ni procurador general de la repúbli-
ca o del Distrito Federal, subsecretario u oficial
mayor en la administración pública federal, jefe de
Gobierno del Distrito Federal, ni gobernador ni se-
cretario de Gobierno, a menos que se separe de su
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encargo con un año de anticipación al día de su
nombramiento.

De acuerdo con el artículo 1º del Cofipe, sus
disposiciones “son de orden público y de obser-
vancia general en los Estados Unidos Mexica-
nos”. Esto significa que, vinculado con la
prevención del artículo 41 constitucional de que
los principios que deben regir la función electo-
ral son los de certeza, legalidad, independencia,
imparcialidad y objetividad, toda autoridad (in-
cluida la Cámara de Diputados) está obligada a
ceñirse a estas normas de carácter electoral. Y,
como se ha señalado, el artículo 74, numeral 2,
del Cofipe obliga a que la designación del conse-
jero presidente y los consejeros electorales, se
haga “conforme a la normatividad y procedi-
mientos aplicables en materia de votación de
la Cámara de Diputados”.

Para determinar la normatividad y el procedi-
miento aplicable en materia de votación de la
Cámara de Diputados es necesario hacer una
revisión integral de los distintos ordenamientos re-
lativos a su funcionamiento interno:

El artículo 70 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos establece, en primera
instancia, que: “El Congreso expedirá la Ley que
regulará su estructura y funcionamiento internos”.

A su vez, la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos (aprobada

el 31 de agosto de 1999, y reformada
por decretos publicados el 31 de di-
ciembre de 1999, el 9 de octubre de
2000 y el 7 de diciembre de 2001),
dispone en el artículo 3º, numeral 1,
que:

El Congreso y las cámaras que lo com-
ponen tendrán la organización y fun-
cionamiento que establecen la
Constitución general de la república,
esta ley, el Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos y los
ordenamientos internos que cada una
de las cámaras expidan en ejercicio de
sus atribuciones constitucionales y
legales.

Por su parte, el Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexi-
canos (publicado en el Diario Oficial
de la Federación el 20 de marzo de
1934) establece en sus artículos 58,
59, 60 y 61 el procedimiento que debe
observarse cuando en una cámara se
conozcan proposiciones que no sean
iniciativas de ley presentadas por
uno o más individuos de la Cámara:
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Artículo 58. Las proposiciones que no
sean iniciativas de ley presentadas
por uno o más individuos de la Cáma-
ra, sin formar los que las suscriben
mayoría de diputación, se sujetarán a
los trámites siguientes:

I. Se presentarán por escrito y fir-
madas por sus autores, al presidente
de la Cámara y serán leídas una sola
vez en la sesión en que sean presen-
tadas. Podrá su autor, o uno de ellos
si fueran varios, exponer los funda-
mentos y razones de su proposición
o proyecto;

II. Hablarán una sola vez dos miem-
bros de la Cámara, uno en pro y otro
en contra, prefiriéndose al autor del
proyecto o proposición;

III. Inmediatamente se preguntará
a la Cámara si admite o no a discu-
sión la proposición. En el primer caso
se pasará a la comisión o comisiones
a quienes corresponda, y en el segun-
do se tendrá por desechada.

Artículo 59. En los casos de urgen-
cia u obvia resolución, calificados
por el voto de las dos terceras par-
tes de los individuos de la Cámara
que estén presentes, podrá ésta, a
pedimento de alguno de sus miem-

bros, dar curso a las proposiciones o proyectos
en hora distinta de la señalada y ponerlos a dis-
cusión inmediatamente después de la lectura.

Artículo 60. Ninguna proposición o proyecto po-
drá discutirse sin que primero pase a la comisión o
comisiones correspondientes y éstas hayan dicta-
minado. Sólo podrá dispensarse este requisito en
los asuntos que por acuerdo expreso de la Cámara
se calificaren de urgente o de obvia resolución (...)

Artículo 61. Toda petición de particulares, corpo-
raciones o autoridades que no tengan derecho de
iniciativa, se mandará pasar directamente por el
C. presidente de la Cámara a la comisión que corres-
ponda, según la naturaleza del asunto de que se
trate. Las comisiones dictaminarán si son de tomar-
se o no en consideración estas peticiones.

Vinculado al procedimiento regulado por la
Ley Orgánica y el Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso, el artículo 21 del “Acuer-
do Parlamentario relativo al Orden del Día de las
Sesiones”, las discusiones de los dictámenes y
la operación del Sistema Electrónico de Votación,
aprobado por el pleno de la Cámara de Diputa-
dos en la sesión del día 7 de octubre de 2003,
establece lo siguiente:

Ningún asunto podrá ser sometido a la discu-
sión del Pleno sin que medie el dictamen de co-
misión respectivo, salvo que se solicite que el
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trámite sea de obvia o urgente resolución. En es-
tos casos el Pleno entrará inmediatamente a la dis-
cusión de la iniciativa o proposición, para lo cual
las diputadas y diputados deberán contar con el
documento en el que conste el asunto, que debe-
rá ser publicado en la Gaceta Parlamentaria, a
excepción de aquellos cuya incorporación haya
solicitado la Junta de Coordinación Política como
de obvia o urgente resolución, después de que
haya sido publicado el orden del día.

De los ordenamientos que se han transcrito
arriba, se desprende con claridad el procedi-
miento que la Cámara de Diputados debe ob-
servar, en todo momento, para la tramitación
de los diversos asuntos. Y que este mismo pro-
cedimiento –establecido legal y reglamentaria-
mente– debió haberse seguido también en el
caso de la designación del consejero presiden-
te y los consejeros electorales del Instituto Fe-
deral Electoral. No obstante la existencia de un
marco legal claro y definido que establece re-
glas de tramitación de los asuntos en la Cáma-
ra de Diputados, en el procedimiento específico
que se siguió en la sesión del 30 y 31 de octubre
de 2003 por el cual se designó a los integrantes
del Consejo General del IFE se incurrió en di-
versas irregularidades:

El decreto por el cual se designa al conseje-
ro presidente y a los consejeros electorales,

propietarios y suplentes, no contie-
ne fundamentación o motivación al-
guna. En particular, la lista con los
nombres de los candidatos que fue
puesta a consideración del Pleno de
la Cámara de Diputados en dicha se-
sión no incluyó ningún dato o infor-
me de las personas propuestas. Por
lo mismo, no se llevó a cabo en nin-
gún momento la revisión de los re-
quisitos de elegibilidad e idoneidad
que por ley (artículo 74, inciso 3, y
artículo 76 del Cofipe) están obli-
gados a cumplir los integrantes del
Consejo General del Instituto Federal
Electoral. Esto queda confirmado y
documentado en la corresponden-
cia sostenida entre el diputado
Emilio Zebadúa González y el pre-
sidente de la Mesa Directiva, dipu-
tado Juan de Dios Castro Lozano.

El 3 de noviembre de 2003, me-
diante oficio número PRD-EZG/
0120/03 el diputado Emilio Zebadúa
González solicitó copia certificada
de la documentación personal de
los ciudadanos que fueron desig-
nados el 31 de octubre como con-
sejero presidente y consejeros
electorales, así como del dictamen
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correspondiente en el que se deter-
minaba que las personas designadas
acreditaban en efecto el cumplimien-
to de todos y cada uno de los requi-
sitos señalados en el artículo 74,
inciso 3, y el artículo 76 del Cofipe,
respectivamente. En respuesta, el
diputado Juan de Dios Castro Loza-
no, presidente de la Mesa Directiva,
envió el oficio número LIX/MD/
GCVP/068/03 de fecha 4 de noviem-
bre de 2003. Dicho oficio se transcri-
be íntegramente:

Al margen un sello con el Escudo Na-
cional. Poder Legislativo Federal-Cá-
mara de Diputados

Palacio Legislativo a 4
de noviembre de 2003
LIX/MD/GCVP/068/03

Dip. Emilio Zebadúa González
Presente
Estimado Señor Diputado:
En atención a su oficio PRD-EZG/
0120/03, adjunto al presente sírvase
encontrar copia certificada de las
propuestas de todos los Grupos Par-
lamentarios, incluido la del PRD y
PT, para designar Consejero Presi-
dente, de los Consejeros Electorales

propietarios y suplentes del Instituto Federal Elec-
toral, tal y como fueron recibidas en la Mesa Di-
rectiva y sometidas a consideración del Pleno de
la Cámara de Diputados.

Así como también del Acuerdo, suscrito por la
Mesa Directiva y aprobado por el Pleno de esta Ho-
norable Cámara de Diputados, para normar el pro-
cedimiento de la elección de Consejero Presidente
y Consejeros Electorales propietarios y suplentes
del Consejo General del Instituto Federal Electoral,
en el cual se acordó lo siguiente:

Art. 2º. De conformidad con los artículos 59 y 60
del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos,
se consultará a la Asamblea si se dispensan todos
los trámites y se someten a discusión y votación
de inmediato las propuestas presentadas.

Con los fundamentos reglamentarios citados y
del Acuerdo de la Mesa Directiva aprobado por el
Pleno, después de consultar a la Asamblea, se con-
sideró las propuestas de los Grupos Parlamentarios
como de urgente y obvia resolución, es por ello que
no se turnó a comisión dictaminadora, ni fue necesa-
rio la elaboración de ningún dictamen, y se so-
metieron las propuesta directamente al Pleno por
mandato del mismo.

Finalmente, también se anexa copia certificada
de la versión estenográfica de la Sesión Ordinaria
del 30 de octubre de 2003, la cual se prorrogó has-
ta el día siguiente.
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Hago propicia la ocasión para enviarle un cor-
dial saludo.

Atentamente,
Dip. Juan de Dios Castro Lozano

Presidente
(Rúbrica)

En el oficio que se transcribe, el presidente
de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputa-
dos, diputado Juan de Dios Castro Lozano, re-
conoce explícitamente que las propuestas de
los ciudadanos para el cargo de consejero pre-
sidente y consejeros electorales fue conside-
rada como de “urgente y obvia resolución” por
lo que “no se turnó a comisión dictaminadora,
ni fue necesario (sic) la elaboración de ningún
dictamen, y se sometieron las propuestas di-
rectamente al Pleno por mandato del mismo”.
Al someter de manera infundada la Mesa Direc-
tiva al Pleno de la Cámara de Diputados el pro-
yecto de decreto que contenía sólo una lista de
nombres, omitió revisar el cumplimiento de los
requisitos de elegibilidad e idoneidad de los ciuda-
danos propuestos. Y al presentar la propuesta
como si se tratara “de obvia y urgente resolu-
ción”, sin fundar o motivar dicha pretensión,
evitó e impidió –bajo una simple solicitud de
dispensa de trámites– verificar si los candida-
tos a los cargos de consejero presidente y con-
sejeros electorales cumplían con los requisitos

establecidos, respectivamente, en
los artículos 74 y 76 del Cofipe.

Con ello, la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados se apartó de
las obligaciones a las que está suje-
ta, según lo establece el artículo 20,
numerales 1 y 2, incisos a, b y e, de
la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral. Con base en estas disposiciones
de ley, la Mesa Directiva debe con-
ducir “las sesiones de la Cámara y
asegura(r) el debido desarrollo de
los debates, discusiones y votacio-
nes del Pleno; garantiza(r) que en los
trabajos legislativos prevalezca lo
dispuesto en la Constitución y la
ley”. También, la Mesa Directiva
debe observar:

…en su actuación los principios de im-
parcialidad y objetividad y tendrá las
siguientes atribuciones: a) asegurar el
adecuado desarrollo de las sesiones
del Pleno de la Cámara; b) realizar la
interpretación de las normas de esta
ley y de los demás ordenamientos re-
lativos a la actividad parlamentaria
que se requiera para el cumplimiento
de sus atribuciones, así como para la
adecuada conducción de la sesión
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(…); e) cuidar que los dictámenes,
propuestas, mociones, comunicados
y demás escritos, cumplan con las
normas que regulan su formulación
y presentación (…)

No existe justificación para que la
Mesa Directiva y después el Pleno
(por votación mayoritaria de dos
terceras partes de los miembros pre-
sentes) hubiesen omitido verificar el
cumplimiento de los requisitos lega-
les de los candidatos a consejero
presidente y consejeros electorales
del IFE. Y el (único) argumento esgri-
mido de que se trataba de un asun-
to “de obvia y urgente resolución”
no se sostiene frente a los hechos.
Desde el 30 de septiembre de 2003,
un mes antes de la sesión donde se
incluyó en la orden del día el tema
del nombramiento de los integran-
tes del Consejo General del IFE para
el periodo 2003-2010, el diputado Je-
sús E. Martínez Álvarez, del Grupo
Parlamentario del Partido Conver-
gencia, presentó una proposición
con punto de acuerdo a fin de que la
Cámara de Diputados estableciera
criterios generales para la selección

y nombramiento del consejero presidente y los
consejeros electorales. Dicha proposición fue
turnada en esa misma fecha por la Mesa Directi-
va a la Junta de Coordinación Política de la Cá-
mara de Diputados.

Hasta el día 30 de octubre, la Junta de Coordi-
nación Política no presentó ningún acuerdo o cri-
terios para el procedimiento de nombramiento de
los miembros del Consejo General del IFE. Esto, a
pesar de que la Junta tiene entre sus atribuciones
legales precisamente la de “impulsar la conforma-
ción de acuerdos relacionados con el contenido
de las propuestas, iniciativas o minutas que re-
quieran de su votación en el Pleno, a fin de agili-
zar el trabajo legislativo” (artículo 34, numeral 1,
inciso a, de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos).

La propuesta de candidatos al Consejo Gene-
ral del IFE –presentada conjuntamente por los
partidos políticos Acción Nacional, Revolucio-
nario Institucional y Verde Ecologista de Méxi-
co– y que fue finalmente aprobada por el voto
mayoritario calificado (de más de las dos terce-
ras partes de los diputados presentes en la se-
sión de los días 30 y 31 de octubre de 2003), no
fue acompañada por la documentación que acre-
ditara su elegibilidad e idoneidad según estable-
ce la ley. De hecho, los diputados votaron una
lista de nombres, sin ningún elemento adicional
que identificara a los candidatos; menos aún que
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demostrara que cumplían con los requisitos le-
gales para ocupar sus cargos públicos.

El PAN, el PRI y el PVEM expresaron en su pro-
puesta –sin documento o elemento probatorio
que la acompañara– “que de conformidad con
lo establecido en el artículo 74, numerales 1, 2,
3, 5 y 6 del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales, los grupos parla-
mentarios expresan su convicción de que las per-
sonalidades incluidas en esta propuesta gozan
de gran prestigio profesional y ético, mismo que
los hace acreedores del reconocimiento que en-
traña su designación como integrantes del órga-
no superior de dirección del Instituto Federal
Electoral” (numeral IV de la propuesta). Y “que
atendiendo al artículo 76 del Cofipe se ha cuidado
en todo momento que los ciudadanos propues-
tos colmen las exigencias y requisitos estableci-
dos en las normas reglamentarias del texto
constitucional” (numeral V).

Sin embargo, la mera declaración de parte de
los grupos parlamentarios (aunque sus miem-
bros formen mayoría al momento de votar) no
suple las deficiencias del procedimiento que es-
tablece la ley. Ni tampoco los grupos parlamenta-
rios están facultados para determinar si se
cumple o no con los requisitos de elegibilidad e
idoneidad para ocupar un cargo público. Al no
haberse realizado el trámite que obliga a la Cá-
mara de Diputados a verificar objetivamente el

cumplimiento de los requisitos para
poder ser nombrado al cargo de con-
sejero presidente y consejero electo-
ral, propietario y suplente, del
Instituto Federal Electoral se rompe
con los principios jurídicos de certe-
za y objetividad. La Mesa Directiva y
el Pleno de la Cámara de Diputados
violaron el orden constitucional y le-
gal al ignorar el procedimiento que se
desprende de lo establecido en el ar-
tículo 41 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y de los
artículos 74 y 76 del Código Federal
de Instituciones y Procedimientos
Electorales –que es una norma de or-
den público y observancia general.

El acatamiento estricto de la ley no
puede estar sujeto a la discrecionali-
dad de una autoridad, aun cuando ésta
se encuentre respaldada por una ma-
yoría de votos. La Cámara de Diputa-
dos emitió el 31 de octubre de 2003 un
decreto de nombramiento de los inte-
grantes del Consejo General que no fue
debidamente fundado y motivado. No
se observaron las formalidades del
procedimiento que establece la propia
ley en la materia y los ordenamientos
internos del propio Congreso de la
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Unión para la atención y votación de
los negocios de la competencia de una
de sus cámaras. Tampoco se verifica-
ron los requisitos constitucionales y le-
gales con los que deben cumplir todos
los integrantes del máximo órgano de
dirección del IFE.

La Suprema Corte de Justicia de
la Nación ha admitido que, contra la
violación del principio de legalidad
consagrado en el artículo 16 de la
Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, procede la acción
de inconstitucionalidad (art. 105,
fracc. II de la Constitución). Así lo ha
expresado en la siguiente tesis:

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ES PRO-
CEDENTE EL CONCEPTO DE INVALIDEZ POR

VIOLACIONES INDIRECTAS A LA CONSTITU-
CIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS

MEXICANOS, SIEMPRE QUE ESTÉN VINCU-
LADOS DE MODO FUNDAMENTAL CON LA

LEY RECLAMADA. Resulta procedente
el estudio del concepto de invalidez
invocado en una acción de incons-
titucionalidad, si en él se alega con-
travención al artículo 16 de la
Constitución federal, en relación
con otras disposiciones, sean de la

Constitución local o de leyes secundarias, siem-
pre que estén vinculadas de modo fundamental
con el acto o la ley reclamados, como sucede en
el caso en que se invocan transgresiones a dispo-
siciones ordinarias y de la Constitución local den-
tro del proceso legislativo que culminó con el
ordenamiento combatido que, de ser fundadas,
lo invalidarían. Lo anterior es acorde con la finali-
dad perseguida en el artículo 105 de la carta mag-
na, de someter a la decisión judicial el examen
integral de validez de las leyes impugnadas.

(Acción de Inconstitucionalidad 1/98. Diputados
integrantes de la XLVII Legislatura del Congreso de
Morelos. 20 de octubre de 1998. Unanimidad de diez
votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Genaro
David Góngora Pimentel. Secretario: Jorge Alberto
González Álvarez.

(El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebra-
da el veintiocho de enero en curso, aprobó, con el
número 4/1999, la tesis jurisprudencial que ante-
cede. México, Distrito Federal, a veintiocho de ene-
ro de mil novecientos noventa y nueve.

(Tesis P./J. 4/99. Novena época; Instancia: Ple-
no; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y
su Gaceta, tomo IX, febrero de 1999, pág. 288.)

Una violación legal más en que incurrió la Cá-
mara de Diputados al emitir el decreto de nombra-
miento de los integrantes del Consejo General del
IFE fue al artículo 35, fracción II, de la Constitución
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Política de los Estados Unidos Mexicanos que es-
tablece que: “son prerrogativas del ciudadano po-
der ser votado para todos los cargos de
designación popular, y nombrado para cualquier
otro empleo o comisión, teniendo las calidades
que establezca la ley”.

Si atendemos estrictamente al procedimien-
to que se siguió dentro de la Cámara de Dipu-
tados (y que, como se dijo, se apartó de la
norma), en ningún momento se constató den-
tro del mismo si los candidatos propuestos por
el PAN, PRI y PVEM tenían “las calidades que esta-
blezca la ley”. La falta de certeza en la elegibili-
dad e idoneidad de los ciudadanos propuestos
y designados por la Cámara de Diputados para
integrar el Consejo General del IFE, atenta con-
tra los principios rectores de la función estatal
de organizar elecciones federales y representa
una violación directa contra el procedimiento
legal que establece la Constitución, el Cofipe,
así como la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos y su Regla-
mento para el Gobierno Interior.

*
En suma, ha quedado establecido que: 1) No
existen mecanismos jurídicos internos de la pro-
pia Cámara de Diputados, ni en la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos ni en su Reglamento para el Gobierno

Interior, para revisar una decisión
tomada por la Mesa Directiva o por
el Pleno de la propia Cámara, y 2)
Que ni la Ley General del Sistema
de Medios de Impugnación en Ma-
teria Electoral o el artículo 99 de la
Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos le otorgan al Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial
de la Federación facultad para cono-
cer y resolver recurso alguno para
combatir una decisión de la Cáma-
ra de Diputados relacionada con la
designación de los miembros del
Consejo General del Instituto Fede-
ral Electoral.

Para el control constitucional de
las decisiones de la Cámara de Dipu-
tados –parte integrante de uno de los
poderes de la Unión– tendría que
haber un recurso provisto en la pro-
pia Constitución que garantizara el
estricto apego a la constituciona-
lidad en todos los actos de dicha
autoridad. El artículo 105 de la Cons-
titución en sus fracciones I y II, don-
de se establecen los recursos de
controversia constitucional y acción
de inconstitucionalidad, tiene ese
propósito y, en principio –dicho en
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ensayos y estudios34 elaborados por
los propios miembros de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación–
tiene también dicho alcance.

Sin embargo, al haber desechado
los dos recursos contra la designa-
ción de los integrantes del Consejo
General del IFE por parte de la Cá-
mara de Diputados –tanto la contro-
versia constitucional presentada
por el ayuntamiento de Yautepec,
Morelos, como la acción de incons-
titucionalidad interpuesta por el
Partido de la Revolución Democrá-
tica–, la Suprema Corte de Justicia
de la Nación determinó implícita-
mente que existe un vacío constitu-
cional: que en el acto trascendental
en la integración de un organismo
autónomo constitucional como es el
Instituto Federal Electoral, no hay
defensa legal contra una posible
violación de la Constitución y de las
leyes secundarias.

Ninguno de los dos recursos procedió porque,
de acuerdo con la interpretación de la Suprema
Corte, “este alto tribunal, como órgano constitu-
cional constituido, únicamente puede actuar
dentro de los límites y en los supuestos que el
texto de la norma fundamental establezca, sin
que pueda ampliarlos, so pretexto de salvaguar-
dar la Constitución federal”.35 Su interpretación
rigurosa y restringida de las causas de improce-
dencia de ambos recursos llevó a la SCJN a des-
echarlos, dejando a la Constitución en estado de
indefensión. Como ni la fracción I (controversia
constitucional), ni la fracción II (acción de incons-
titucionalidad) del artículo 105 constitucional se
aplican textualmente –según la interpretación de
la SCJN– al caso del decreto de nombramiento
de los integrantes del Consejo General del IFE por
parte de la Cámara, pues dicho acto “no es una
norma de carácter general” o bien, porque se tra-
ta de un acto “en materia electoral”, a ninguno
de los recursos se les consideró procedentes. El
fondo del asunto nunca fue, por consecuencia,
analizado por la Suprema Corte de Justicia de la
Nación.

34 Véanse las obras citadas de, entre otros, el ministro presidente, Mariano Azuela Güitrón, el ministro José
de Jesús Gudiño Pelayo y el exministro Juventino V. Castro.

35 Citado en resolución de 11 de mayo de 2004 dictada por el Pleno de la SCJN, en el Recurso de Reclamación
13/2004-PL derivado de la Controversia Constitucional 111/2003.
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